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Chihuahua, Chihuahua, a catorce de octubre de dos mil 
veinticuatro.1 
 
SENTENCIA por la que se determina inexistente la infracción 

consistente en violencia política contra las mujeres en razón de 
género, atribuida a Manuel Duarte Olivas y Juan Pedro Trejo Chaparro 

otrora candidatos a Presidente Municipal y Regidor del municipio DATO 
PERSONAL PROTEGIDO por el Partido Movimiento Ciudadano, 

respectivamente, así como el segundo también en su carácter de 

dirigente en el municipio de DATO PERSONAL PROTEGIDO, del 

mismo partido. Asimismo, se declara inexistente la culpa in vigilando 

del Partido Movimiento Ciudadano.  

 
GLOSARIO 

 
1 Todas las fechas corresponden al año dos mil veinticuatro, salvo manifestación expresa en 
contrario. 

CEDAW:  Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer 
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1. ANTECEDENTES 

 

1.1. PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR ANTE EL 
INSTITUTO 
 

Constitución Federal: Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 

Constitución Local: Constitución Política del Estado de Chihuahua 

Instituto: Instituto Estatal Electoral de Chihuahua 

Ley o Ley Electoral: Ley Electoral de Estado de Chihuahua 

LEDMVLV:  
 

Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia 
 

LGAMVLV: Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia 
 

MC: Partido Movimiento Ciudadano 

PAN: Partido Acción Nacional 

PES: Procedimiento Especial Sancionador 

Presunta 
afectada/presunta 
víctima/otrora 
candidata/ex candidata: 
 

DATO PERSONAL PROTEGIDO  

Protocolo: Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación  
 

Sala Guadalajara: Sala Regional Guadalajara del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación 
 

Sala Superior: Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación 

Secretaría Ejecutiva: Secretaría Ejecutiva del Instituto Estatal Electoral 

SCJN/Corte: Suprema Corte de Justicia de la Nación 

VPG: Violencia política contra las mujeres en razón de 
género 
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1.1.1 Inicio del proceso electoral. El primero de octubre de dos mil 

veintitrés, dio inicio el Proceso Electoral Local 2023-2024, para la 

elección de Diputaciones al Congreso del Estado, así como de 

integrantes de los Ayuntamientos y Sindicaturas del Estado de 

Chihuahua.  

 

1.1.2 Escrito de denuncia. El trece de mayo, Manuela González 

Vázquez, representante propietaria del PAN ante la Asamblea 

Municipal del Instituto en el Municipio de DATO PERSONAL 
PROTEGIDO, por conductas cometidas en perjuicio de la presunta 

víctima, presentó denuncia en contra de Manuel Duarte Olivas, 

entonces candidato a Presidente Municipal de DATO PERSONAL 
PROTEGIDO por el partido MC; de Juan Pedro Trejo Chaparro, otrora 

candidato a Regidor del Ayuntamiento de DATO PERSONAL 
PROTEGIDO y dirigente en el municipio del mismo partido, por la 

presunta comisión de VPG, así como del partido MC, por culpa in 

vigilando.2 

 
1.1.3 Consentimiento. El diecisiete de mayo, la presunta víctima 

presentó escrito ante la asamblea municipal correspondiente, 

otorgando su consentimiento para iniciar procedimiento por VPG.3 

 

1.1.4 Admisión. El cuatro de junio, se admitió el PES con clave de 

identificación IEE-PES-166/2024 mismo que se tuvo por promovido por 

la presunta víctima, en su carácter de ciudadana mexicana y candidata 

a DATO PERSONAL PROTEGIDO, en contra de Manuel Duarte 

Olivas, en su carácter de candidato a Presidente  Municipal de DATO 
PERSONAL PROTEGIDO por MC, Juan Pedro Trejo Chaparro, 

candidato a Regidor del Ayuntamiento de DATO PERSONAL 
PROTEGIDO y dirigente del mismo municipio y partido, así como en 

contra de MC, en términos de lo precisado en su escrito de 

consentimiento recibido por esa autoridad el treinta y uno de mayo 

dentro del presente procedimiento.4   

 
2 Fojas 9 a 40 del tomo I del expediente. 
3 Fojas 69 a 71 del tomo I del expediente.  
4 Fojas 98 a 105 del tomo I del expediente.  
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En el mismo proveído, se ordenó emplazar a las partes a la audiencia 

de pruebas y alegatos.  

 

1.1.5 Medidas cautelares. El seis de junio, la Comisión de Quejas y 

Denuncias del Instituto declaró procedente la adopción de las medidas 

cautelares solicitadas por la denunciante.5   

 
1.1.6 Medidas de protección. El ocho de junio, la Comisión de Quejas 

y Denuncias del Instituto determinó, no estimar necesaria la adopción 

de medidas de protección.  

 
1.1.7 Audiencia de pruebas y alegatos. El catorce de junio, se celebró 

la audiencia de pruebas y alegatos por el Instituto quien posteriormente 

remitió el expediente a este Tribunal.6   

 

1.2 PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR ANTE ESTE 
TRIBUNAL  
 

1.2.1. Registro del expediente. El quince de junio, la Secretaría 

General del Tribunal recibió el expediente y el diecisiete del mismo mes, 

la Presidencia ordenó formar y registrar el expediente de clave PES-
276/2024, así como remitir los autos a la Secretaría General a fin de 

realizar su verificación. 

 

1.2.2. Verificación y turno. El nueve de julio, la Secretaría General de 

este Tribunal informó el resultado de la verificación en el sentido de ser 

necesario la realización de diversas diligencias por parte del Instituto, 

se turnó el expediente en que se actúa a la ponencia a cargo del 

Magistrado en Funciones Gabriel Humberto Sepúlveda Ramírez. 

 

 
5 Fojas 123 a 151 del tomo I del expediente. 
6 Fojas 256 a 274 del tomo I del expediente. 
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1.2.3. Acuerdo Plenario.7 El diez de julio se emitió acuerdo plenario 

mediante el cual se ordenó al Instituto reponer el procedimiento en los 

términos precisados en el mismo. 

 

1.3. CONTINUACIÓN DE LA INSTRUCCIÓN DEL PES ANTE EL 
INSTITUTO 
 

1.3.1. Cumplimiento de lo ordenado por este Tribunal.8 El quince de 

julio, el Instituto inició con el cumplimiento de lo ordenado por este 

Tribunal, y ordenó reservar el emplazamiento de las partes 

denunciadas a la audiencia de pruebas y alegatos, a efecto de allegarse 

de los elementos suficientes para la correcta sustanciación del 

procedimiento. 

 

1.3.2. Acuerdo dieciocho de agosto.9 La Secretaría Ejecutiva 

mediante proveído del dieciocho de agosto, respecto a la prueba 

superviniente presentada en la audiencia de pruebas y alegatos del 

catorce de junio -audiencia que quedó sin efectos y se ordenó su 

reposición mediante acuerdo plenario- determinó iniciar un diverso PES 

a efecto de investigar los hechos señalados por la denunciante, 

aparentemente cometidos por una persona de nombre “Mario Ascary 

González Cadena”, presunto creador de la red social Facebook de 

nombre “Juan Pérez”, por la probable comisión de conductas que 

pudieran constituir VPG en perjuicio de la excandidata.  

 

Lo anterior, toda vez que, de las investigaciones realizadas, estimó, que 

los hechos relacionados con la prueba superviniente no guardan 

relación con los de la materia del presente procedimiento, al no tratarse 

de las mismas personas denunciadas, ni de los hechos plasmados 

tanto en el escrito de denuncia como del de consentimiento.   

 
1.3.3. Audiencia de pruebas y alegatos. El doce de septiembre, 

se desahogó la audiencia de pruebas y alegatos;10 y el trece de 

 
7 Fojas 335 a 341 del tomo I del expediente. 
8 Visible en fojas 351 a 360 del tomo I del expediente. 
9 Visible en fojas 456 a 461 del tomo I del expediente.  
10 Visible en fojas 577 a 590 del tomo II del expediente. 



PES-276/2024 

 6 

septiembre se remitieron de nuevo las constancias del expediente en 

que se actúa a este órgano jurisdiccional para su resolución. 

 

1.4. CONTINUIDAD DEL PES ANTE ESTE TRIBUNAL 
 
1.4.1. Envío a Secretaría General a verificación. El veintitrés de 

septiembre, el magistrado instructor envió el expediente a la Secretaría 

General, a fin de que emitieran una nueva verificación.  

 
1.4.2. Verificación. El once de octubre, la Secretaría General emitió 

una nueva verificación y señaló que el expediente estaba integrado de 

forma debida.  

 

1.4.3. Circulación del proyecto de resolución y convocatoria a 
Sesión Pública de Pleno. En la misma fecha el Magistrado Instructor 

procedió a la elaboración del proyecto de resolución, una vez realizado, 

se ordenó circular a las demás ponencias y se solicitó a la Presidencia 

de este Tribunal que convocara a sesión pública de Pleno para efecto 

de someterlo a discusión y votación. 

 
2. COMPETENCIA 

 

Este Tribunal es formalmente competente para conocer y resolver el 

presente PES con fundamento en lo dispuesto en los artículos 37, 

párrafos primero y cuarto de la Constitución local; 292, 295, numerales 

1, inciso a) y 3, incisos a) y c), de la Ley Electoral; y 4 del Reglamento 

Interior del Tribunal.  

 

Además, la Sala Superior ha establecido los criterios para determinar 

la competencia de las autoridades electorales locales para conocer de 

un PES11, mismas que se cumplen si la conducta: 

 

 
11 Criterio sostenido en la jurisprudencia 25/2015, de rubro “COMPETENCIA. SISTEMA DE 
DISTRIBUCIÓN PARA CONOCER, SUSTANCIAR Y RESOLVER PROCEDIMIENTOS 
SANCIONADORES”. 
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• Se encuentra prevista como infracción en la normativa electoral 

local;  

• Impacta sólo en la elección local, de manera que no se encuentra 

relacionada con los comicios federales; 

• Está acotada al territorio de una entidad federativa; y  

• No se trata de una conducta ilícita cuya denuncia corresponda 

conocer al INE y a la Sala Especializada del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación. 

 

Igualmente, el artículo 48 Bis, fracción III de la LGAMVLV indica que 

corresponde al INE y a los Organismos Públicos Locales Electorales, 

en el ámbito de sus competencias, sancionar, de acuerdo con la 

normatividad aplicable, las conductas que constituyan VPG. 

 

Por lo tanto, es competencia de este Tribunal resolver sobre dicha 

infracción. 

 
3. CUESTIÓN PREVIA 

 

El denunciado Manuel Duarte Olivas, por conducto de su 

representante, en su escrito de contestación, realiza diversas 

manifestaciones con relación al acuerdo que refiere le fue notificado el 

día veintinueve de agosto, en el cual dice se señala, lo siguiente: 

 

“PRIMERO. Diferir el plazo de cuarenta y ocho horas para 

la celebración de la audiencia de pruebas y alegatos 

prevista en el artículo 289, numeral 6) de la Ley Electoral, 

a efecto de que sea celebrada el dos de septiembre a las 

trece horas” 

 

Expresa, que esa audiencia prevista para el “2 de noviembre” fue 

diferida sospechosamente sin expresar el motivo suficiente para dicho 

diferimiento, fijándose una nueva fecha para el día doce de septiembre, 

lo que estima violatorio de derechos procesales.  
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Asimismo, refiere que el catorce de junio fue llevado a cabo la audiencia 

de pruebas y alegatos, sin que a la fecha haya recibido él o su 

apoderado acuerdo alguno en el que se haya desestimado el desarrollo 

y cumplimiento de dicha audiencia, ni recibida notificación 

restableciendo el procedimiento por razón alguna ni motivo suficiente 

que a su dicho lo sustente, por lo que estima existe una duplicidad de 

la audiencia de pruebas y alegatos.  

 

Al respecto, este órgano jurisdiccional estima incorrectas e infundadas 

las manifestaciones del denunciado, ello toda vez, que este Tribunal  en 

garantía al derecho de audiencia previsto en el artículo 14, segundo 

párrafo de la Constitución Federal, así como a lo mandatado en los 

artículos 280 BIS y 287 BIS, numeral 7 de la Ley Electoral, al advertir 

violaciones al debido proceso, así como falta de exhaustividad en la 

labor investigadora, mediante acuerdo plenario de fecha diez de julio 

ordenó reponer el procedimiento en los términos y para los efectos 

siguientes: 

 
“Se ordena a la Secretaría Ejecutiva del Instituto: 

 

a) Emitir en alcance al acuerdo de admisión, proveído mediante el cual se 
exprese de forma clara y precisa: como parte denunciante al PAN, así 
como,  la conducta imputada al partido MC. Ello, atendiendo a lo 
razonado en el considerando CUARTO de la presente resolución.  
 

b) Requerir al PAN a fin de que señale mayores elementos, tales como 
circunstancias de modo, tiempo y lugar respecto a la prueba 
superviniente presentada en la Audiencia de Pruebas y Alegatos. 
 

c) Dependiendo de los elementos que el PAN aporte conforme a lo señalado 
en el inciso anterior, realizar las diligencias de investigación necesarias a 
fin de determinar si los hechos relacionados con la prueba superviniente 
guardan relación con el presente procedimiento, o si en su caso, es 
necesario el inicio de uno diverso.  
 

En el supuesto de que las mismas guarden relación con los hechos 
materia del presente procedimiento, se deberá individualizar las 
infracciones que se atribuyen a las personas denunciadas.  

 

Asimismo, en caso de que, con motivo de esta nueva prueba, sea 
solicitada por la parte denunciante, la ampliación de medidas cautelares 
y de protección, se deberá determinar lo que conforme a derecho 
corresponda por parte de la Comisión de Quejas y Denuncias del 
Instituto, quedando intocadas las emitidas con anterioridad al presente 
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acuerdo, hasta en tanto no se emita una sentencia de fondo por parte de 
este órgano jurisdiccional.  

 

d) Reponer el presente PES hasta la etapa previa a la audiencia de 
pruebas y alegatos, por lo que se deja sin efecto la ya celebrada. Lo 
anterior, a fin de que se realicen las diligencias referidas en los incisos 
anteriores. 
 

e) Una vez que se encuentre debidamente sustanciado e integrado el PES, 
celebrar una nueva Audiencia de Pruebas y Alegatos, debiendo emplazar 
a los denunciados, precisándoles la totalidad de las conductas, motivos o 
infracciones que, en dado caso, pudiera generarles una responsabilidad 
por los hechos que se denuncian y especificando el o los  fundamentos 
legales aplicables, para que estén en aptitud legal de ejercer su derecho 
de audiencia y defensa en el marco del procedimiento sancionador frente 
a dicha imputación.  
 

f) Las pruebas que obran en autos, recabadas en el procedimiento con 
anterioridad al presente, seguirán siendo válidas, conforme al principio de 
adquisición procesal”. 

 
*Lo resaltado es propio 

 

Lo anterior, debido a que, en el acuerdo de admisión del cuatro de junio 

se omitió referir de forma expresa como denunciante al PAN, al ser éste 

quien presentó inicialmente la denuncia cuyo consentimiento fue 

otorgado posteriormente por la presunta víctima, así como se omitió 

especificar de forma clara y precisa la conducta imputada a MC. 

Además, que al momento del emplazamiento de la audiencia que tuvo 

verificativo el catorce de junio si bien se asentó las infracciones que de 

forma general se le atribuían a quienes se denunciaban, se omitió 

señalar las que de forma particular se les imputaban de conformidad al 

acuerdo de admisión. Ello, aunado a que se consideró que la 

investigación carecía de la suficiente completitud y exhaustividad. 

  

Ahora bien, para la notificación de dicho acuerdo plenario este Tribunal 

solicitó el auxilio al Instituto por medio de Asamblea Municipal para 

notificar a las partes, entre ellas, a Manuel Duarte Olivas, cuestión que 

en el caso de éste, aconteció el dos de septiembre,12 mediante el cual 

igualmente le fue notificado el acuerdo de la Secretaría Ejecutiva de 

fecha treinta y uno de agosto,13 recaído precisamente con motivo de su 

escrito de treinta de agosto por el cual realiza manifestaciones de 

 
12 Foja 508 del tomo I del expediente. 
13 Fojas 494 a 504 del tomo I del expediente.  
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similar naturaleza a las que se da respuesta en el presente apartado, y 

por medio del cual se determinó diferir la audiencia al día doce de 

septiembre a fin, de garantizar el debido proceso del denunciado 

Manuel Duarte Olivas. 

 

Por lo que, contrario a lo aducido por el citado denunciado el acuerdo 

plenario sí le fue notificado, tal y como obra en la cédula de notificación 

personal visible en la foja quinientos ocho del tomo I del expediente, en 

el cual atendió la diligencia Juan Pedro Trejo Chaparro, lo cual resulta 

acorde a lo previsto en el artículo 338, numeral 3) de la Ley Electoral; 

así como, el siete de septiembre se acordó dar vista a las partes del 

procedimiento con todas las constancias que obran en el expediente,14 

cuestión que, en el caso del citado denunciado aconteció el nueve de 

septiembre,15 con lo que resulta inconcuso que el denunciado en 

cuestión tuvo pleno conocimiento del expediente, entre ello, del 

acuerdo plenario mediante el cual se ordenó reponer el procedimiento 

y dejar sin efectos la audiencia de pruebas y alegatos previamente 

celebrada.  

 

Por otra parte, el diferimiento de la audiencia de pruebas y alegatos 

programada para el día dos de septiembre para el día doce del mismo 

mes, acordado el día treinta y uno de agosto, contrario a lo aducido por 

el denunciado, se estima correcto y acorde al debido proceso, ya que 

la Secretaría Ejecutiva ordenó subsanar la omisión de la notificación del 

referido acuerdo y por ende atendiendo a los plazos que la misma 

normativa marca deben mediar entre la notificación de la fecha de la 

audiencia y su celebración,16 tuvo el deber de diferirla a nueva fecha.  

 

4. PLANTEAMIENTO DE LA CONTROVERSIA 

 
CONDUCTA IMPUTADA 

 
14 Lo que anteriormente también había ocurrido al correrse traslado con la totalidad que constan en 
el expediente el día veintinueve de agosto (foja 481 de tomo I del expediente). 
15 Cédula de notificación visible en foja 532 del tomo I del expediente. 
16 Artículo 287 BIS, numeral 7) de la Ley Electoral. 
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Presunta comisión de VPG por la supuesta comisión de conductas 

cometidas en perjuicio de la presunta víctima lo cual, vulnera sus 

derechos políticos y electorales. 

DENUNCIADOS 
Manuel Duarte Olivas, en su carácter de otrora candidato a 

Presidente Municipal de DATO PERSONAL PROTEGIDO por MC; 

Juan Pedro Trejo Chaparro, en su carácter de otrora candidato a 

Regidor del Ayuntamiento de DATO PERSONAL PROTEGIDO y 

dirigente del mismo municipio del citado partido; y MC, por culpa in 

vigilando.  
HIPÓTESIS JURÍDICAS 

Artículos 3 Bis, numeral 1, inciso v), 256 BIS, numeral 1, inciso f), y 

260, numeral 1, incisos l) y n) de la Ley Electoral; 6, fracción I, 20 Bis, 

20 Ter, fracciones IX, XVI y XXII, 20 Quáter, y 20 Quinquies, de la 

LGAMVLV; y 5, fracción III, 6, fracciones VI y VII, y 6-e, fracciones 

VIII, IX, XVI, y XXIIII de la LEDMVLV. Así como a MC por culpa in 

vigilando, de conformidad con el artículo 275, numeral 1, de la Ley 

Electoral.  

 
4.1 Planteamiento de la controversia y defensas 
 
4.1.1. Hechos denunciados 
 
El partido denunciante señala que durante el debate llevado a cabo el 

tres de mayo por el Instituto, Manuel Duarte Olivas atacó 

constantemente a la presunta víctima, particularmente en lo relativo a 

su cargo como DATO PERSONAL PROTEGIDO, del cual se 

encontraba al momento de los hechos en licencia, esto particularmente 

a la hora con nueve minutos y cincuenta y dos segundos de 

transmisión, donde el denunciado citado señaló:  

 
“Muchas gracias fíjense ya estaba en el tercer lugar voy por el segundo 
Ya casi llego al primero, no yo creo que no sé usted que opine candidata 
DATO PERSONAL PROTEGIDO la auditoría superior del Estado acaba 
de señalar a DATO PERSONAL PROTEGIDO como uno de los 
municipios más endeudados casi debemos como 126 millones. Le 
recuerdo que la administración municipal a la que usted perteneció en el 
2013 2016 esta libre ante la Cuenta pública del congreso del estado y su 
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sucesor, mi sucesor, PUES MÁS BIEN SU JEFE ISMAEL PÉREZ 
PAVÍA, EXPRESIDENTE MUNICIPAL, TODAVÍA TRAEN AHÍ 
USTEDES ALGUNOS PROBLEMAS así es que le sugiero que cheque 
bien sus datos...” 

*(sic). 
 

En tanto, refiere que, posterior al debate, en sus redes sociales, el 

dirigente municipal de MC y candidato a regidor, Juan Pedro Trejo 

Chaparro, realizó la publicación de un “Estado de WhatsApp y/o 

Historias de Facebook” con un mensaje alusivo a la expresión realizada 

durante el debate por el candidato antes referido, manifestando:  

 
“LA CANDIDATA DEL DATO PERSONAL PROTEGIDO DESCONOCIÓ 
COMO SU JEFE AL DIPUTADO ISMAEL PÉREZ PAVÍA, lo que puede 
traer repercusiones dentro de los mismos equipos del pan”. 

 

Texto al que refiere se acompaña una imagen de la presunta víctima, 

durante el debate.  

 

Conductas que estima atentan a la dignidad, honra, libertad e integridad 

de la presunta afectada, además de referir que después de casi cinco 

décadas, apenas por segunda vez en la historia el municipio es 

gobernado por una mujer, a pesar de los estereotipos y el machismo 

engendrado en la población.  

 

Lo anterior, aunado a que, señala que en el estado de Chihuahua se 

sufre una severa crisis de violaciones sistemáticas y permanentes a los 

derechos de las mujeres al grado de ser una de las entidades con 

mayor número de casos de violencia contra las mujeres, lo que estima, 

obliga a todas las autoridades para que en el ámbito de su competencia 

ejerciten las acciones necesarias para erradicar estas conductas, en 

cumplimiento a lo previsto en el artículo 1° de la Constitución Federal.  

 

Por lo que, expresa que, de acuerdo con la LGAMVLV, en relación con 

las jurisprudencias 48/201617 y 21/2018,18 resulta necesario realizar un 

 
17 De rubro: “VIOLENCIA POLÍTICA POR RAZONES DE GÉNERO. LAS AUTORIDADES 
ELECTORALES ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA AFECTACIÓN DE DERECHOS POLÍTICO-
ELECTORALES” 
18 De rubro: “VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. ELEMENTOS QUE LA ACTUALIZAN EN EL 
DEBATE POLÍTICO” 
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estudio de los hechos antes descritos a la luz de los supuestos que 

deben concurrir para la configuración de violencia política en razón de 

género.  

 

Alude que los hechos denunciados constituyen violencia verbal y 

simbólica, al utilizar el denunciado Manuel Duarte Olivas una 

desafortunada expresión popular con claros rasgos de machismo y 

discriminación al referirse sobre la presunta víctima como una mujer 

que está supeditada al mando de un hombre, con lo que la injuria, 

denigra, demerita y descalifica en ejercicio de sus labores, trayectoria y 

funciones políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo 

de menoscabar su imagen pública y limitando sus derechos políticos.  

 

Afectando con ello, en general a las mujeres del municipio, pues al 

injuriar y menoscabar la imagen de la presunta víctima en su calidad de 

DATO PERSONAL PROTEGIDO, al cuestionar sus capacidades para 

desarrollarse en la política por el hecho de ser mujer.  

 

Además, manifiesta que, mediante un análisis del contexto, en la 

localidad donde ocurrieron los hechos, éste no ha sido favorable para 

las mujeres en cuanto a su participación política para acceder al cargo 

de titular de la DATO PERSONAL PROTEGIDO, ya que desde el 

período de 1974-1977 no había sido electa otra mujer para ese cargo, 

hasta 2021.  

 

Estima que los denunciados pretender limitar la autonomía de la 

presunta afectada, al indicarle la manera bajo la cual supuestamente 

ejerce sus atribuciones, bajo la presunción que ésta le debe 

subordinación a su antecesor en el cargo, actualmente diputado local 

por el Distrito 11, pues supuestamente a él le debe la posibilidad de que 

accediera al cargo. Expresiones que estima tienen un impacto 

diferenciado en las mujeres, inmediato en aquella localidad y mediato 

en lo general, mermando la visión de que las mujeres puedan acceder 

y ejercer las atribuciones en los espacios de poder y decisión, con la 

debida autonomía.  
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4.1.2 Defensa de los denunciados 
 

• Manuel Duarte Olivas19 
 

De los diversos escritos presentados por Manuel Duarte Olivas se 

desprende lo siguiente.  

 

El denunciado refiere que de ninguna forma o modo alguno se han 

promovido estereotipos sexistas y menos apología de violencia contra 

las mujeres, sino que las manifestaciones vertidas fueron en el contexto 

de un debate en el marco del proceso electoral. 

 

De igual manera manifiesta que solo se le señala para dañar su 

reputación, además que, en cuanto a la afectación psicológica cognitiva 

y conductual deberá ser determinada a través de un examen pericial o 

cualquier otro elemento probatorio objetivo y similar al que sea emitido 

por entidades públicas o privadas especialistas en la materia, ya que, a 

criterio del denunciado, en el caso que nos ocupa, no se presentó 

ningún documento que lo comprobara.  

 

Asimismo, expresa que, para acreditar la existencia de VPG, dentro de 

un debate político, es requisito cumplir con los requisitos siguientes: 

 

1. Que se dirija a una mujer por ser mujer; 

2. Que tenga un impacto diferenciado en las mujeres; y  

3. Que afecte desproporcionadamente a las mujeres. 

 

Por otro lado, en diverso escrito realiza diversas manifestaciones con 

relación al conocimiento que se le hace sobre la existencia del principio 

de la reversión de la carga de la prueba, refiriendo que la presunta 

víctima debido al cargo que ocupa se puede colegir que para nada es 

una persona sin medios suficientes para su defensa, y que desde el 

 
19 Visible en las fojas 238 a 241 y 252 a 255 del tomo l; 562 a 567, 570 a 576 y 593 a 599 del tomo 
ll del expediente. 
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escrito inicial de denuncia se demuestra que no cumplió ni 

presuntivamente con las condiciones necesarias para su denuncia.  

 

• Juan Pedro Trejo Chaparro20 
 

El denunciado manifiesta que niega cada uno de los hechos relatados 

y contenidos por la denuncia presentada en su contra. Lo anterior, en 

razón de que, desde su perspectiva, los comentarios vertidos por los 

denunciados de ninguna manera se encuentran constituidos por 

elementos que den indicios a algún tipo de VPG, principalmente 

señalando el hecho de que dichas expresiones fueron realizadas en el 

marco de un debate organizado por el Instituto, cuyo objeto, según 

expresa, es generar el contraste de ideas, la proporción de información 

y dar a conocer propuestas, por lo que generalmente se puede dar lugar 

a un espacio de confrontación y discusión de problemas que conciernen 

a la sociedad en diversos ámbitos.  
 

En esa misma línea de pensamientos, expresa que el otrora candidato 

a la Presidencia Municipal de DATO PERSONAL PROTEGIDO, 

Manuel Duarte Olivas, solamente ejerció su derecho a la libre 

expresión, contemplada por la Carta Magna, ya que manifiesta que el 

candidato realizó señalamientos con base informes y observaciones 

emitidas por la Auditoría Superior del Estado hacia la Administración 

Municipal de DATO PERSONAL PROTEGIDO por la existencia de una 

deuda.  

 

De igual manera, explica que, con respecto al comentario relacionado 

a una relación laboral entre Ismael Pérez Pavía, expresidente municipal 

de DATO PERSONAL PROTEGIDO, y la víctima, fue realizado con el 

motivo de expresar un comentario a la administración de la que ella 

formó parte.  

 

 
20 Visible en las fojas 243 a 250 del tomo l y de 546 a 553 del tomo ll del expediente. 



PES-276/2024 

 16 

Por otro lado, en cuanto al comentario expuesto a través de redes socio 

digitales por el mismo denunciado, declara que él únicamente ejerció 

su derecho de opinar.  
 
Así mismo, expresa que las expresiones denunciadas de ninguna 

manera encuadran con las hipótesis consideradas como VPG de 

conformidad con el artículo 28 Bis de la LGAMVLV, además de hacer 

alusión a la jurisprudencia 21/2018. 

 

Manifiesta que lo externado por los denunciados durante el desarrollo 

del debate fueron expresiones cuya connotación era la de una crítica 

objetiva sobre hechos públicos y notorios, los cuales son de 

conocimiento público, dando cuenta de dos publicaciones periodísticas.  

 

Por lo que sus manifestaciones, considera, se encuentran amparadas 

en la libertad de expresión, sin tener como finalidad la de influir en la 

equidad de la contienda electoral.  

 

• MC21 
 

MC manifiesta que, niega cada uno de los hechos relatados y 

contenidos por la denuncia presentada en su contra, ya que, desde su 

perspectiva, los comentarios vertidos por los denunciados de ninguna 

manera se encuentran constituidos por elementos que den indicios a 

algún tipo de VPG, principalmente señalando el hecho de que dichas 

expresiones fueron realizadas en el marco de un debate organizado por 

el Instituto, cuyo objeto, según expresa, es generar el contraste de 

ideas, la proporción de información y dar a conocer propuestas, por lo 

que generalmente se puede dar lugar a un espacio de confrontación y 

discusión de problemas que conciernen a la sociedad en diversos 

ámbitos.  

 

En esa misma línea de pensamientos, expresa que el otrora candidato 

Manuel Duarte Olivas, solamente ejerció su derecho a la libre 

 
21 Visible en las fojas 229 a 236 y 512 a 519 del tomo l y de 564 a 561 del tomo ll del expediente. 
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expresión, contemplada por la Carta Magna, ya que realizó 

señalamientos con base informes y observaciones emitidas por la 

Auditoría Superior del Estado hacia la Administración Municipal de 

Meoqui por la existencia de una considerable deuda.  

 

De igual manera, explica que, con respecto al comentario relacionado 

a una relación laboral entre Ismael Pérez Pavía, expresidente municipal 

de Meoqui, y la víctima, fue realizado con el motivo de expresar un 

comentario a la administración de la que ella formó parte.  

 

Por otro lado, en cuanto al comentario expuesto a través de redes socio 

digitales de Juan Pedro Trejo Chaparro, declara que únicamente ejerció 

su derecho que tiene de opinar, sin que, con ello se tratara de afectar 

de manera directa o indirecta a la denunciante.  
 
Así mismo, expresa que las expresiones denunciadas son multívocas y 

que de ninguna manera encuadran en VPG, de conformidad con el 

artículo 20 Bis de la LGAMVLV, así como hace referencia a la 

jurisprudencia 21/2018. 

 

Manifiesta que lo externado por los denunciados durante el desarrollo 

del debate fueron expresiones cuya connotación era la de una crítica 

objetiva sobre hechos públicos y notorios, los cuales son de 

conocimiento público, dando cuenta de dos publicaciones periodísticas.  

 

Por último, también aduce que deberán ponderarse los precedentes 

jurisprudenciales emitidos por la primera sala de la SCJN, relativos a la 

libertad de expresión en tópicos de materia político-electoral. 

 

5. ACREDITACIÓN DE LOS HECHOS 
 
5.1 Caudal probatorio 
 
Conforme a la audiencia de pruebas y alegatos el caudal probatorio 

admitido, es el siguiente. 
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5.1.1 Pruebas ofrecidas por la parte denunciante 

 
i. Prueba técnica, consistente en la reproducción audiovisual 

(video) del fragmento del debate entre candidatas y candidatos a 

la presidencia municipal de DATO PERSONAL PROTEGIDO, 

misma que se certificó mediante acta circunstanciada de clave 

IEE-DJ-OE-AC-414/2024, prueba que se admitió y desahogó 

dada su naturaleza. 

 

ii. Documental privada, consistente en una reproducción gráfica 

(impresión de pantalla) de la publicación realizada por Juan Pedro 

Trejo Chaparro en redes sociales, que obra plasmada en el 

escrito de denuncia, misma que se admitió y desahogó dada su 

especial naturaleza. 

 
iii. Pruebas técnicas, consistentes en cuatro ligas electrónicas 

relativas a diversas publicaciones insertas en el escrito de 

respuesta a la vista realizada por el Instituto, de fecha veinte de 

julio. Mismas que fueron desahogadas mediante acta 

circunstanciada de veinticinco de julio, identificada con la clave 

IEE-DJ-OE-AC-491/2024, prueba que se admitió y desahogó 

dada su naturaleza. 

 
iv. Documental privada, consistente en una serie de siete imágenes 

insertas en el escrito de respuesta a la vista realizada por el 

Instituto, de fecha veinte de julio, misma que se admitió y 

desahogó dada su especial naturaleza. 

 
v. Documental privada, consistente en una imagen la cual durante 

el desarrollo de la audiencia de pruebas y alegatos celebrada el 

catorce de junio, se remitió al Instituto, vía correo electrónico, 

misma que se admitió y desahogó dada su especial naturaleza.22 

 

 
22 Respecto a esta probanza debido a diversas diligencias realizadas por el Instituto, éste mediante 
acuerdo del dieciocho de agosto, determinó iniciar un diverso PES en materia de VPG a efecto de 
investigar los hechos aparentemente cometidos por una persona de nombre “Mario Ascary González 
Cadena”, presunto creador de la red social Facebook de nombre “Juan Pérez”.   
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vi. Instrumental de actuaciones, misma que fue admitida y se tuvo 

por desahogada en atención a su naturaleza. 

 
vii. Presuncional, en su doble aspecto legal y humana, misma que 

fue admitida y se tuvo por desahogada en atención a su 

naturaleza.   

 

5.1.2 Pruebas ofrecidas por los denunciados 

 
5.1.2.1 Manuel Duarte Olivas 

No ofrece pruebas de su intención. 

  
5.1.2.2 Juan Pedro Trejo Chaparro  

 

i.  Prueba técnica consistente en dos ligas electrónicas, las cuales, 

si bien no las ofrece como pruebas, se encuentran anexas a sus 

escritos de contestación, mismas que fueron desahogadas 

mediante acta circunstanciada de dieciocho de julio, identificada 

con la clave IEE-DJ-OE-AC-488/2024, prueba que se admitió y 

desahogó dada su naturaleza. 

 

ii. Instrumental de actuaciones, misma que fue admitida y se tuvo 

por desahogada en atención a su naturaleza. 

 
iii. Presuncional, en su doble aspecto legal y humana, misma que 

fue admitida y se tuvo por desahogada en atención a su 

naturaleza. 

 
5.1.2.3 MC 

 
i. Prueba técnica consistente en dos ligas electrónicas, las cuales, 

si bien no las ofrece como pruebas, se encuentran anexas a sus 

escritos de contestación, mismas que fueron desahogadas 

mediante acta circunstanciada de dieciocho de julio, identificada 
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con la clave IEE-DJ-OE-AC-488/2024, prueba que se admitió y 

desahogó dada su naturaleza. 

 

ii. Instrumental de actuaciones, misma que fue admitida y se tuvo 

por desahogada en atención a su naturaleza. 

 
iii. Presuncional, en su doble aspecto legal y humana, misma que 

fue admitida y se tuvo por desahogada en atención a su 

naturaleza.  

 

5.1.3 Diligencias realizadas por el Instituto 
 

La Secretaría Ejecutiva en ejercicio de sus facultades de investigación 

realizó, respecto a los hechos materia del presente PES los 

requerimientos siguientes: 

 
 
# 

 
Fecha de 
acuerdo 

Autoridad o 
persona moral 

requerida 
Contenido y respuesta al requerimiento 

1 

Catorce 
de mayo Presunta Víctima 

Requerimiento:23 Externe su consentimiento para dar 
inicio con el PES. 
 
Respuesta:24 Otorga el consentimiento para que se 
inicie con el PES. 
 

2 

Uno de 
junio 

Dirección Jurídica 
del Instituto 

Requerimiento:25 Certifique el contenido de la liga 
electrónica enunciada en el punto de acuerdo quinto, 
inciso a). 
 
Respuesta:26 Certificación de lo solicitado, acta 
circunstanciada IEE-DJ-OE-AC-414/2024. 

3 

Uno de 
junio 

 

Dirección Ejecutiva 
de Prerrogativas y 
Partidos Políticos 

Requerimiento:27 Informe si Manuel Duarte Olivas y 
Juan Pedro Trejo Chaparro, presentaron solicitud de 
registro para alguna candidatura para el Proceso 
Electoral Local 223-2024 y en su caso se remitiera copia 
certificada de las mismas. 
 
Respuesta:28  Envían copias certificadas de las 
Solicitudes de Registro de Candidatura de Manuel 
Duarte Olivas y de Juan Pedro Trejo Chaparro. 

4 

Quince de 
julio 

Dirección Jurídica 
del Instituto 

Requerimiento:29 Certifique el contenido de las ligas 
electrónicas adjuntadas en la contestación de denuncia 
por parte de Juan Pedro Trejo Chaparro y por MC.  
 
Respuesta:30  Certificación de lo solicitado, acta 
circunstanciada IEE-DJ-OE-AC-488/2024. 

 
23 Visible en las fojas 41 a 46 del tomo I del expediente. 
24 Visible en las fojas 56 a 58 del tomo I del expediente. 
25 Visible en las fojas 72 a 77 del tomo I del expediente. 
26 Visible en las fojas 84 a 86 del tomo I del expediente. 
27 Visible en las fojas 72 a 77 del tomo I del expediente. 
28 Visible en las fojas 88 a 97 del tomo I del expediente. 
29 Visible en las fojas 351 a 361 del tomo I del expediente. 
30 Visible en las fojas 366 a 372 del tomo I del expediente. 
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5.2 Valoración probatoria 
 
Acorde a lo previsto en el artículo 277, numeral 1), de la Ley Electoral, 

no serán objeto de prueba, el derecho, los hechos notorios o 

imposibles, ni aquellos que hayan sido reconocidos, sino únicamente 

los hechos controvertidos. 

 

Además, por lo que hace a las pruebas, la misma Ley, en su artículo 

278, numeral 1), señala que las pruebas admitidas y desahogadas 

serán valoradas en su conjunto, atendiendo a las reglas de la lógica, la 

experiencia y de la sana crítica, así como los principios rectores de la 

función electoral, con el objeto de que produzcan convicción sobre los 

hechos denunciados. 

 

Ahora bien, conforme a lo previsto en el artículo 278, numeral 2), de la 

ley en cuestión, las documentales públicas tendrán pleno valor 

probatorio, salvo prueba en contrario respecto de su autenticidad o de 

la veracidad de los hechos a que se refieran.  

 

Con relación a las pruebas técnicas, en términos de lo establecido en 

los artículos 277, numeral 3, inciso c); y 278 numeral 3, todos de la Ley 

Electoral, estas sólo generan indicios, por lo que, harán prueba plena 

sobre la veracidad de los hechos de queja al conectarse con los demás 

elementos de convicción que obren en el expediente, las afirmaciones 

de las partes, la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que 

guarden entre sí. 

 

En cuanto a las documentales privadas, de acuerdo con el artículo 

278, numeral 3, de la ley en mención, únicamente generan indicios, por 

lo que, harán prueba plena sobre la veracidad de los hechos de 

denuncia al conectarse con los demás elementos de convicción que 

obren en el expediente, las afirmaciones de las partes, la verdad 

conocida y el recto raciocinio de la relación que guardan entre sí. 
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Por lo que hace a la prueba presuncional en su doble aspecto, así 

como a la instrumental de actuaciones, su valoración se infiere como 

parte de la resolución en el estudio de fondo del asunto, por lo que estas 

serán valoradas atendiendo a la sana crítica, así como los principios 

rectores de la función electoral, con el objeto de que produzcan 

convicción sobre los hechos de la denuncia. 

 
Finalmente, cabe resaltar que, por tratarse la denuncia de conductas 

que pudieran constituir VPG, las pruebas y el resto de los elementos 

que obran en autos también son valorados y se analizarán bajo los 

parámetros de la metodología para el estudio del asunto con 

perspectiva de género, a cuya aplicación se encuentra obligado este 

Tribunal.31 
 

5.3 Análisis de la acreditación de los hechos 
 

Una vez que fueron descritas y valoradas las pruebas admitidas, en 

conjunto con lo evidenciado del resto de las constancias que obran en 

autos del expediente, es posible para este Tribunal acreditar lo 

siguiente: 

 

§ El carácter de Manuel Duarte Olivas, en su calidad de otrora 
candidato a Presidente Municipal, postulado por MC. 

 

Este órgano jurisdiccional tiene por acreditado el carácter de Manuel 

Duarte Olivas como otrora candidato a Presidente Municipal de DATO 
PERSONAL PROTEGIDO, tal y como consta en el formato de registro 

de su candidatura ante el Instituto32 y toda vez que, es un hecho notorio 

y no controvertido por las partes.33 

 
§ El carácter de Juan Pedro Trejo Chaparro, de otrora 

candidato a Regidor y dirigente municipal por MC. 

 
31 Véase la Tesis de Jurisprudencia 1a./J. 22/2016 (10a.), de rubro: “ACCESO A LA JUSTICIA EN 
CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE 
GÉNERO”; así como, el criterio sustentado en el expediente de clave SUP-JE-107/2016. 
32 Visible en fojas 93 y 94 del tomo I del expediente.  
33 Visible en: https://conoceleschihuahua.com/perfil?ac6a440b-1bbe-40e1-a53d-9f8cef5e6463.  
Tesis P./J. 74/2006 “HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO”. 

https://conoceleschihuahua.com/perfil?ac6a440b-1bbe-40e1-a53d-9f8cef5e6463
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Este órgano jurisdiccional tiene por acreditado el carácter de Juan 

Pedro Trejo Chaparro, como otrora candidato a Regidor del 

Ayuntamiento de DATO PERSONAL PROTEGIDO y dirigente del 

mismo municipio por el partido MC, tal y como consta en el formato de 

registro de su candidatura ante el Instituto34 y toda vez que, es un hecho 

notorio y no controvertido por las partes.35 

 

§ Manifestaciones vertidas en el debate por Manuel Duarte 
Olivas 
 

Se tienen por acreditadas las manifestaciones vertidas por Manuel 

Duarte Olivas en el debate celebrado por el Instituto el tres de mayo, tal 

y como obra en el acta circunstanciada IEE-DJ-OE-AC-414/2024.  

 

Lo anterior, aunado a la aceptación de las expresiones vertidas por 

parte del propio denunciado, en su escrito de fecha doce de junio, al 

referir que la presunta afectada contó en el debate político con el 

derecho de réplica por parte de las personas moderadoras y que las 

expresiones fueron en el contexto del mismo.  

 

§ Publicación de estado en red socio digital por Juan Pedro 
Trejo Chaparro 

 

Este órgano jurisdiccional tiene por acreditada la publicación en una red 

socio digital en fecha tres de mayo, realizada por Juan Pedro Trejo 

Chaparro, toda vez que es un hecho no controvertido por las partes, al 

haber sido aceptada por el propio denunciado en su escrito de 

contestación presentado el nueve de septiembre.36 
 

§ Actas Circunstanciadas  
 

 
34 Visible en fojas 90 y 91 del tomo I del expediente.  
35 Visible en 537 a 544 del tomo II del expediente.  
Tesis P./J. 74/2006 “HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO”. 
36 Visible a fojas 537 a 544 del tomo II del expediente.  
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En el expediente, respecto a los hechos que son materia de estudio por 

parte de este órgano jurisdiccional en la presente sentencia, esto es, 

las manifestaciones vertidas en el debate celebrado el tres de mayo, 

constan las actas circunstanciadas de claves siguientes IEE-DJ-OE-

AC-414/2024 e IEE-DJ-OE-AC-488/2024, cuyo contenido se inserta a 

continuación: 

 
ACTA CIRCUNSTANCIADA IEE-DJ-OE-AC-414/2024 

Levantada el dos de junio 
Liga electrónica: 

https://www.youtube.com/watch?v=EAq8E8keL6M&t=4229s&ab_channel=InstitutoEstatalElector
alChihuahua 

 
ACTA CIRCUNSTANCIADA 

INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL 
IEE-DJ-OE-AC-414/2024 

 
En Chihuahua, Chihuahua, a las nueve horas con diez minutos, del dos de junio de dos mil 
veinticuatro, la suscrita Ingrid Almaraz Espinoza, funcionaria habilitada con fe pública, en 
términos del acuerdo de clave IEE/CE71/2024, emitido por el Consejo Estatal de este ente 
público, con fundamento en el artículo 68 TER de la Ley Electoral del Estado en cumplimiento 
al punto de acuerdo SÉPTIMO inciso a) de proveído de primero de junio del año en curso, 
dictado por el Secretario Ejecutivo de este Instituto, dentro del expediente de clave IEE-PES-
166/2024; y con la finalidad de realizar las diligencias ahí precisadas, esto es: realizar la 
inspección ocular respecto de una liga electrónica, precisadas en el escrito de queja recibido 
por la Unidad de Correspondencia de este Instituto; para lo cual se deberá levantar el acta 
circunstanciada correspondiente, realizo la presente diligencia en los términos que se 
describen a  continuación:  
 

No
. Liga Electrónica 

1 https://www.youtube.com/watch?v=EAq8E8keL6M&t=4229s&ab_channel=InstitutoEstatalElectoral
Chihuahua 

En principio, procedo a ingresar al equipo de cómputo asignado para el desempeño de mis 
labores, continuamente, hago clic sobre el Ícono de “inicio”, de donde surge una ventana 
dentro de la cual selecciono la aplicación “Google Chrome”. 

Acto seguido, ingreso de forma manual la liga electrónica proporcionada por el promovente, 
es decir: 

https://www.youtube.com/watch?v=EAq8E8keL6M&t=4229s&ab_channel=InstitutoEstatalElectoralChihuah
ua 

Primeramente, procedo a ingresar al equipo de cómputo asignado para el desempeño de mis 
labores, continuamente, hago clic sobre el icono de “inicio”, de donde surge una ventana 
dentro de la cual selecciono la aplicación “Google Chrome”, busco la página de la red social 
denominada “YouTube“”, enseguida de ello un rectángulo con las esquinas redondas de color 
gris, dentro del cual se aprecia un dibujo de lo que parece ser una lupa y el texto “Buscar “, 
continua con cuatro íconos propios de la red social; en la parte central de la pantalla se 
desprende la reproducción de un audiovisual de aproximadamente 01:53:07, mismo que se 
describe solo de los segundos 01:09:52 a 01:10:45; debido a que se puede visualizar diverso 
contenido que al no ser materia de lo que nos ocupa, se omite su descripción, por lo cual 
inserto la siguiente tabla para efectos de mayor claridad: 

https://www.youtube.com/watch?v=EAq8E8keL6M&t=4229s&ab_channel=InstitutoEstatalElectoralChihuahua
https://www.youtube.com/watch?v=EAq8E8keL6M&t=4229s&ab_channel=InstitutoEstatalElectoralChihuahua
https://www.youtube.com/watch?v=EAq8E8keL6M&t=4229s&ab_channel=InstitutoEstatalElectoralChihuahua
https://www.youtube.com/watch?v=EAq8E8keL6M&t=4229s&ab_channel=InstitutoEstatalElectoralChihuahua
https://www.youtube.com/watch?v=EAq8E8keL6M&t=4229s&ab_channel=InstitutoEstatalElectoralChihuahua
https://www.youtube.com/watch?v=EAq8E8keL6M&t=4229s&ab_channel=InstitutoEstatalElectoralChihuahua
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Lo anterior, tal y como se muestra en la captura de pantalla que se muestra a continuación: 

 
 
Ahora, toda vez que no hay más contenido que describir en el sitio web indicado, se cierra la 
ventana de observación. ----------------------------------------------------------------------------------------- 
 

*Sic. 

  Video liga electrónica  
Elementos auditivos  Evidencia gráfica 

 
(INICIA EL VIDEO) 
 
01:09:52 a 01:09:57 Voz femenina 
Ya ahora es el turno del candidato Manuel darte Olivas, 
adelante candidato. 
01:09:58 a 01:10:45 Voz masculina 
Muchas gracias, fíjense, ya estaba en tercer lugar, ya voy 
en segundo, ya casi llego al primero, eh, híjole, no, sé, yo 
creo que lo, no se usted qué opine candidata DATO 
PERSONAL PROTEGIDO, la auditoría superior del Estado 
acaba de señalar a Meoqui como uno de los municipios más 
endeudados, casi si debemos como ciento veintiséis 
millones, le recuerdo que la administración municipal a la 
que usted perteneció en el 2013- 2016, está libre ante la 
cuenta pública del Congreso del Estado y su sucesor, mi 
sucesor, pues más bien, su jefe Ismael Pérez Pavía, 
expresidente municipal, todavía traen ahí ustedes algunos 
problemas, así es que les sugiero que cheque bien sus 
datos.  
 
(FIN DEL VIDEO) 
 

 

En los segundos 01:09:52 a 01:09:57 se 
observa una secuencia de lo que aparenta ser 
dos personas, las cuales procedo a describir 
de izquierda a derecha, la primera persona 
aparenta ser de género femenino, tez clara, 
cabello largo, vistinedo con una prenda color 
negro; la segunda persona aparenta ser de 
género masculino, tez morena, vello facial, 
vistiendo con un traje color gris, camisa color 
blanco, en la parte superior a un costado 
derecho se observa un logotipo color blanco 
seguido del texto “INSTITUTO ESTATAL 
ELECTORAL CHIHUAHUA”.  
 

 

En los segundos 01:09:58 a 01:10:45 se 
observa una secuencia de lo que aparentan 
ser dos personas, las cuales procedo a 
describir de izquierda a derecha, la primera 
persona aparenta ser de género masculino, 
tez clara, vistiendo con camisa color blanco, 
portando lo que pudiera ser un sombrero color 
blanco, debajo de lo anteriomente descrito se 
enucentra un logotipo color naranja; la 
segunda persona aparenta ser de género 
femenino, tez clara, cabello oscuro, vistiendo 
con saco color morado,  debajo de lo 
anteriomente descrito se enucentran tres 
logotipos,  en la parte superior a un costado 
derecho se observa un logotipo color blanco 
seguido del texto “INSTITUTO ESTATAL 
ELECTORAL CHIHUAHUA”. 
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ACTA CIRCUNSTANCIADA IEE-DJ-OE-AC-488/2024 
Levantada el dieciocho de julio  

Ligas electrónicas: 
https://www.elheraldodechihuahua.com.mx/local/chihuahua/meoqui-es-el-municipio-mas-
endeudado-de-chihuahua-cuales-mas-estan-en-la-lista-11705302.html#:-
:text=Dentro%20del%20.Atlas%20Financiero%20Municipal,de%20 

acuerdo%20al%20comparativo%20realizado 
 

https://eldiariodelnoroeste.mx/estado/2024/apr/21/tres-municipios-en-observacion-por-deuda-
618953.html 

 
ACTA CIRCUNSTANCIADA 

INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL 
IEE-DJ-OE-AC-488/2024 

 
En Chihuahua, Chihuahua, a las doce horas con cuarenta y dos minutos, del dieciocho de 
julio de dos mil veinticuatro, el que suscribe Gabriel Guillermo Ávila Castro funcionario 
habilitado con fe pública, en términos del acuerdo de clave IEE/CE22/2021, emitido por el 
Consejo Estatal de este ente público, con fundamento en el artículo 3 del Reglamento de 
Oficialía Electoral, en atención al punto de acuerdo SÉPTIMO del proveído de quince de julio 
del año en curso, dictado por el Secretario Ejecutivo de este Instituto, dentro del 
Procedimiento Especial Sancionador de clave IEE-PES-166/2024; y con la finalidad de 
realizar las diligencias ahí precisadas, esto es: certificar el contenido de las pruebas técnicas 
aportadas, en particular respecto de dos (2) ligas electrónicas, contenidas en los 
escritos de contestación de denuncia; se procede a realizarla en los términos siguientes: 
 
Cabe precisar que las ligas electrónicas proporcionadas por las partes denunciadas son las 
que se enlistan a continuación: 
 

Ligas electrónicas 
1.  https://www.elheraldodechihuahua.com.mx/local/chihuahua/meoqui-es-el-municipio-mas-

endeudado-de-chihuahua-cuales-mas-estan-en-la-lista-11705302.html#:-
:text=Dentro%20del%20.Atlas%20Financiero%20Municipal,de%20 

acuerdo%20al%20comparativo%20realizado 
 

2.  https://eldiariodelnoroeste.mx/estado/2024/apr/21/tres-municipios-en-observacion-por-
deuda-618953.html 

 
 
 
Hago constar el contenido de las ligas electrónicas en los términos siguientes:  
 
En principio, procedo a ingresar al equipo de cómputo asignado para el desempeño de mis 
labores, a continuación, hago clic sobre el icono de "inicio", de donde surge una ventana 
dentro de la cual selecciono la aplicación “Google Chrome", esto para posteriormente 
ingresar en la barra del buscador de páginas web, posteriormente ingreso de manera manual 
en la barra del buscador de páginas web, la primera liga electrónica, es decir: 
 

1. https://www.elheraldodechihuahua.com.mx/local/chihuahua/meoqui-es-el-municipio-
mas-endeudado-de-chihuahua-cuales-mas-estan-en-la-lista-11705302.html#:-

:text=Dentro%20del%20.Atlas%20Financiero%20Municipal,de%20 
acuerdo%20al%20comparativo%20realizado 

 
Al abrir la página podemos observar un fondo blanco y lo que parece ser una nota 
periodística. En la parte superior de la pantalla, se observa un texto de color negro y rojo que 
dice “EL HERALDO DE CHIHUAHUA”, después, una barra roja dentro de la cual se observan 
los textos, "LOCAL", "POLICIACA", "MÉXICO", "REPÚBLICA", "MUNDO", "FINANZAS", 
"ANÁLISIS", “GOSSIP”, “CÍRCULOS”, “CULTURA”, “DOBLE VÍA” y “DEPORTES”. Después 
es posible observar una barra de color negro que contiene los textos “TENDENCIAS, 
Chihuahua, Christian Nodal, Ángela Aguilar, Memes, Asesinato, Inseguridad, personas 

https://eldiariodelnoroeste.mx/estado/2024/apr/21/tres-municipios-en-observacion-por-deuda-618953.html
https://eldiariodelnoroeste.mx/estado/2024/apr/21/tres-municipios-en-observacion-por-deuda-618953.html
https://eldiariodelnoroeste.mx/estado/2024/apr/21/tres-municipios-en-observacion-por-deuda-618953.html
https://eldiariodelnoroeste.mx/estado/2024/apr/21/tres-municipios-en-observacion-por-deuda-618953.html
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desaparecidas, Mujer”. En la parte inferior de lo antes descrito se encuentra un texto el cual 
parece ser el encabezado de una nota periodística, que dice lo siguiente:  
 

“CHIHUAHUA / VIERNES 5 DE ABRIL DE 2024  
Meoqui es el municipio más endeudado de Chihuahua, ¿Cuáles más están en la lista? 
La deuda en Meoqui equivale a 2 mil 806 pesos por cada habitante” 
 

Debajo se encuentra insertada una fotografía la cual procedo a describir a continuación: en 
la imagen se observa al fondo lo que parece ser el cielo, luego en la parte inferior es posible 
observar lo que parece ser diversa vegetación, al fondo es posible observar una edificación 
la cual parece ser una iglesia, al frente se observa diversa edificación de color gris, la cual 
parece ser el centro de una plaza. 
 
Debajo de la imagen previamente descrita de observa un recuadro de color gris que 
contiene el texto “Foto: Gobierno Municipal de Meoqui.”  
 
En la parte inferior de lo anteriormente descrito, es posible observar lo que aparentemente 
es el cuerpo de la nota periodística, la cual dice lo siguiente:  
 

“Ricardo Holguín / El Heraldo de Chihuahua 
 
Dentro del Atlas Financiero Municipal del año 2023, elaborado por la Auditoría Superior del Estado 
(ASE), se dio a conocer que el municipio de Meoqui encabeza el índice de deuda pública per cápita 
a nivel estatal, a contar con un promedio de 2 mil 806.67 pesos por cada habitante de acuerdo al 
comparativo realizado entre todos los municipios del estado. 
De acuerdo a la Auditoria, en Meoqui, existe una deuda pública vigente a 125 millones de pesos el 
cual representa una deuda per cápita de 2 mil 806.67 pesos al contar con una población aproximada 
de 44 mil 853 personas, posicionándose así con el mayor índice a nivel estado con este saldo 
promedio. 
Los municipios que encabezan el listado con mayor promedio de índice de deuda pública per cápita 
en el estado, se encuentran Meoqui, Saucillo, Jumiles y Juárez, según los datos recabados por el 
ente auditor, quienes tuvieron la oportunidad de analizar cada uno de los indicadores con la cuenta 
pública del 2023. 
En segundo lugar, por debajo de Mequí, se encuentra un municipio cercano, dentro de la región 
centro sur de la entidad, como lo es Saucillo, el cual tiene un índice de deuda pública per cápita de 
2 mil 710.59 pesos por habitante, al contar con una deuda de poco más de 80 millones 900 pesos, 
y mantener una población de poco más de 29 mil habitantes. 
En tercer lugar en esa misma región del estado, se posiciona el municipio de Julimes, quien al corte 
del 2023, mantiene una deuda pública de 11 millones 800 mil pesos, y un índice de población de 
poco más de 4 mil habitantes, lo que promedia un índice de deuda pública per cápita de 2 mil 365.21 
pesos. 
Otro de los municipios que aparecen con un alto índice de deuda pública per cápita, es el municipio 
de Juárez, quien tiene un promedio de mil 064.44 pesos por habitante, al mantener una deuda 
pública con saldo vigente de mil 609 millones 900 mil pesos, y una población cercana al millón 500 
mil personas. 
En la quinta posición a nivel estatal se posiciona el municipio de Urique, quien mantiene una deuda 
pública de 8 millones 800 mil pesos que promedia un índice de deuda per cápita de 513.82 pesos, 
al contar una aproximado de mil 700 habitantes en esa región que se encuentra en la Sierra 
Tarahumara. 
Los cinco municipios que tienen el menor indicador de deuda pública per cápita a nivel estatal, 
se encuentra el municipio de Jiménez con un promedio de 55.85 pesos por habitante; Guadalupe 
y Calvo con 77.91 pesos; Aldama con 97.90 pesos; Delicias 118.67 pesos y La Cruz con un saldo 
de 130 pesos con 17 centavos, según el indicador dado a conocer por la Auditoría Superior del 
Estado de Chihuahua. 
En el caso de la ciudad de Chihuahua, mantiene un promedio per cápita de 253.22 pesos por 
habitante, al mantener una deuda vigente de 237 millones de pesos y una población aproximada 
de 937 mil habitantes al cierre del 2020 según lo establecido por la misma Auditoría en su Altas 
Financiero Municipal.” 

 
No pasa desapercibido que, en la parte derecha de la página, así como al fondo de la misma, 
es posible observar lo que parecen ser diversas notas periodísticas y diversa publicidad, no 
obstante, al no ser objeto de la presente inspección se omite su descripción. 
 
Lo anterior tal y como se muestra en la captura de pantalla que se inserta a continuación:  
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Ahora, a toda vez que no hay más contenido que describir en el sitio web indicado, se cierra 
la ventana de observación.  
Acto seguido, procedo a ingresar de manera manual en la barra del buscador de páginas 
web, la segunda liga electrónica, es decir: 
 

2. https://eldiariodelnoroeste.mx/estado/2024/apr/21/tres-municipios-en-observacion-
por-deuda-618953.html 

 
En la cual podemos observar una página con fondo blanco y lo que parece ser una nota 
periodística. En la parte superior de la pantalla, se observa una barra de color blanco que 
contiene de izquierda a derecha lo siguiente, un icono que contiene un texto que dice "Menú” 
seguido de un texto de colores azul y negro que dice “El Diario NOROESTE” seguido de un 
diverso icono que contiene un texto que dice “Buscar”, debajo es posible observar una barra, 
la cual contiene de izquierda a derecha los siguientes textos: " Inicio, Local, Nacional, Estado, 
Estados Unidos, Mundo, Economía, Deportes, Espectáculos, Opinión El Paso”.  
 
Al desplazar la barra deslizadora hacia abajo es posible observar en la parte izquierda un 
texto, el cual parece ser el encabezado de una nota periodística, que dice lo siguiente:  
 

“Estado, Domingo 21 Abr 2024, 17:20 
Meoqui, Saucillo y Allende 
Tres municipios 'en observación' por deuda 
Condición de alerta financiera en la que se encuentra sólo una minoría –cuatro por ciento- del total 
de 717 ayuntamientos con pasivos en el país 
 
Sandra Rodríguez Nieto | El Diario de Juárez” 
 

En la parte derecha de lo anteriormente mencionado se encuentra insertada una fotografía 
la cual procedo a describir a continuación: en la imagen se observa al fondo lo que parece 
ser el techo de una oficina y debajo lo que parecen ser diversos equipos de cómputo y 
muebles de oficina, luego al frente de la imagen es posible observar lo que parece ser una 
pared transparente, la cual contiene los siguientes elementos, primero se observa en la parte 
superior derecha lo que parece ser el escudo de los Estados Unidos Mexicanos, precisando 
que en el mismo es posible observar el texto “Estados Unidos Mexicanos”, y debajo se 
aprecia el texto “H. CÁMARA DE DIPUTADOS”, en la parte derecha se observa un texto que 
dice “CEFP Centro de Estudios de las Finanzas Públicas”, debajo de la anteriormente 
descrito se observa de igual forma el texto “CEFP Centro de Estudios de las Finanzas 
Públicas”.  
 

https://eldiariodelnoroeste.mx/estado/2024/apr/21/tres-municipios-en-observacion-por-deuda-618953.html
https://eldiariodelnoroeste.mx/estado/2024/apr/21/tres-municipios-en-observacion-por-deuda-618953.html
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Debajo de la imagen previamente descrita de observan cinco recuadros los cuales parecen 
ser propios de diversas redes sociales.  
 
En la parte inferior de lo anteriormente descrito, es posible observar lo que aparentemente 
es el cuerpo de la nota periodística, la cual dice lo siguiente:  
 

“Ciudad Juárez-- De los 20 municipios del estado que cuentan con alguna deuda, 17 presentan 
calificación de sostenible pero tres están “en observación” en la escala del gobierno federal, 
condición de alerta financiera en la que se encuentra sólo una minoría –cuatro por ciento- del total 
de 717 ayuntamientos con pasivos en el país. 
De acuerdo con el más reciente análisis difundido por el Centro de Estudios de las Finanzas 
Públicas (CEFP), estos tres municipios son Meoqui, con un adeudo de 125.9 millones de pesos 
(mdp); Saucillo, con 79.8 mdp, y Allende, con 19.2 mdp en obligaciones de corto plazo. 
En el caso de Meoqui, la información del CEFP muestra que el monto es el tercero más alto en la 
entidad, sólo después del de Juárez -de mil 609.9 mdp- y el de Chihuahua -de 237.4 mpd. 
El monto de Meoqui, además, representa un 87 por ciento de sus ingresos -cuando el límite para 
ser calificado como sostenible es 60 por ciento- y es la proporción de deuda más alta del estado. 
La evaluación de Saucillo, por separado, fue afectada también porque el volumen representa un 68 
por ciento de sus ingresos y, en el caso de los cortos plazos de Allende, por ser un 27.9 por ciento 
de sus entradas de dinero –rango alto o en rojo- cuando lo sostenible para ese tipo de compromisos 
es que sean inferiores al 15 por ciento. 
“El 4.0 por ciento de los municipios (..) presenta un nivel de endeudamiento en observación. 
Destacan aquellos cuyo indicador 1 se ubica en rango medio: Acuña, y Ramos Arizpe, en Coahuila; 
Meoqui y Saucillo, en Chihuahua; Pánuco de Coronado, Durango; Agua Prieta y Puerto Peñasco, 
en Sonora y Chiconquiaco, Veracruz”, dice el CEFP. 
Otros ayuntamientos del estado con pasivos son Aldama, con 2.6 mdp de largo plazo; Delicias, con 
17.9 mdp; Julimes, con 11.8 mdp; Namiquipa, con 6.6 mdp; Ojinaga, con 3.3 mdp; Riva Palacio, 
con 1.4 mdp y otros que, como Chihuahua y Juárez, cuentan con calificación de “sostenibles” 
porque representan menos de un 60 por ciento de los ingresos de libre disposición. 
Los datos aparecen en el reporte de “Resultados del Sistema de Alertas de los Municipios al 
Segundo Semestre de 2023” difundido esta semana por el CEFP, que es un órgano de investigación 
de la Cámara de Diputados. 
La metodología sobre el nivel de sostenibilidad de cada pasivo es del Sistema de Alertas de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP). 
 

No pasa desapercibido que, en la parte derecha de la página, así como al fondo de la misma, 
es posible observar lo que parecen ser diversas notas periodísticas y diversa publicidad, no 
obstante, al no ser objeto de la presente inspección se omite su descripción. 
 
Lo anterior tal y como se muestra en las capturas de pantalla que se insertan a continuación:  
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Ahora, a toda vez que no hay más contenido que describir en el sitio web indicado, se cierra 
la ventana de observación. 

... 

*Sic 

 

6. ANÁLISIS CON PERSPECTIVA DE GÉNERO 

 
La presente controversia se relaciona con el derecho humano de la 

mujer a una vida libre de violencia y discriminación, por lo que, para su 

resolución, se actualiza la obligación de utilizar una herramienta de 

análisis adicional a los métodos tradicionales de interpretación, la cual 

corresponde a la metodología para el estudio del asunto con 

perspectiva de género.37  

 

Así, la perspectiva de género se introdujo en el ámbito de la 

administración de justicia, como una herramienta indispensable para 

lograr que las resoluciones de los órganos jurisdiccionales funjan como 

uno de los mecanismos primordiales para acabar con la condición de 

desigualdad prevalente entre mujeres y hombres, eliminar la violencia 

contra las mujeres, proscribir toda forma de discriminación basada en 

el género y erradicar los estereotipos, prejuicios, prácticas y roles de 

género. 

 

Por lo que, utilizar a la hora de juzgar un método38 con un enfoque que 

permita realmente identificar, cuestionar y valorar si en la controversia 

 
37 Ver la tesis 1a. XXIII/2014 (10a.), de rubro: “PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. SU SIGNIFICADO Y ALCANCES”. 
38 Método. Procedimiento que se sigue en las ciencias para hallar la verdad y enseñarla. Diccionario 
de la Lengua española de la Real Academia Española:  https://dle.rae.es/método.  
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que se resuelve se da la discriminación, desigualdad y exclusión de las 

mujeres, constituye una obligación general que tiene todo órgano 

jurisdiccional para impartir justicia con base en una perspectiva de 

género. 
 

Así, el estudio39 que se realiza, es en cumplimiento a las obligaciones 

constitucionales40 y convencionales41 que este órgano jurisdiccional 

tiene respecto a los derechos humanos, en específico, de proteger, 

respetar y garantizar los derechos humanos a la igualdad y no 

discriminación, toda vez que este método permite identificar la 

existencia de alguna distinción indebida, exclusión o restricción basada 

en el género que impida el goce pleno de sus derechos. 
 

Además, de acuerdo con la jurisprudencia 1a./J. 22/2016,42 de la SCJN, 

este Tribunal considerará los siguientes elementos: 

 

i) Identificar primeramente si existen situaciones de poder que por 

cuestiones de género den cuenta de un desequilibrio entre las 

partes de la controversia; 

ii) Cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando 

cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las 

situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo o 

género;  

iii) En caso de que el material probatorio no sea suficiente para 

aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad o discriminación 

por razones de género, ordenar las pruebas necesarias para 

visibilizar dichas situaciones;  

iv) De detectarse la situación de desventaja por cuestiones de 

género, cuestionar la neutralidad del derecho aplicable, así como 

evaluar el impacto diferenciado de la solución propuesta para 

buscar una resolución justa e igualitaria de acuerdo con el 
 

39 Como consideró la Sala Regional al resolver los juicios SCM-JDC-259/2023 y acumulado, SCM-
JDC-312/2023 y SCM-JDC-395/2023. 
40 Establecidas para todas las autoridades del Estado mexicano en el artículo 1º párrafo tercero de 
la Constitución General. 
41 Instituidas para los Estados parte en el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 
42 De rubro: “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA 
JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”. 
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contexto de desigualdad por condiciones de género; 

v) Para ello debe aplicar los estándares de derechos humanos de 

todas las personas involucradas, especialmente de los niños y 

niñas; y, 

vi) Considerar que el método exige que, en todo momento, se evite 

el uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que 

debe procurarse un lenguaje incluyente, con el objeto de asegurar 

un acceso a la justicia sin discriminación por motivos de género. 

 

Parámetros que se han ido detallando aún más mediante la práctica 

jurisdiccional y el desarrollo de estándares internacionales en materia 

de derechos humanos.43 

 

Al respecto, la SCJN emitió el Protocolo,44 el cual señala que la 

perspectiva de género es una herramienta a través de la cual el órgano 

jurisdiccional podrá advertir los múltiples efectos que tiene el género y 

de esta manera revertir aquellos que vulneren algún derecho, lo cual, 

en última instancia, tendrá la capacidad de frenar una inercia que 

históricamente ha afectado a las mujeres y niñas alrededor del mundo. 

 

Por lo que, la perspectiva de género debe aplicarse en todos los casos 

que puedan involucrar relaciones asimétricas, prejuicios y patrones 

estereotípicos, independientemente del género de las personas 

involucradas, con la finalidad de detectar y eliminar las barreras y los 

obstáculos que discriminan a las personas por su pertenencia al grupo 

de “mujeres” u “hombres”.45 

 

 
43 De acuerdo con la tesis aislada 1a. XXVII/2017 10a. de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
rubro “JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. CONCEPTO, APLICABILIDAD Y 
METODOLOGÍA PARA CUMPLIR DICHA OBLIGACIÓN”.  
44 Suprema Corte. 2020 (dos mil veinte). Primera edición. Consultable en: 
https://www.scjn.gob.mx/derechos-humanos/protocolos-de-actuacion/para-juzgar-con-perspectiva-
de-genero. 
45 Sirve como criterio orientador, la tesis aislada 1a. LXXIX/2015 (dos mil quince) 10a. de la Primera 
Sala de la Suprema Corte de rubro “IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE 
GÉNERO. DEBE APLICARSE ESTE MÉTODO ANALÍTICO EN TODOS LOS CASOS QUE 
INVOLUCREN RELACIONES ASIMÉTRICAS, PREJUICIOS Y PATRONES ESTEREOTÍPICOS, 
INDEPENDIENTEMENTE DEL GÉNERO DE LAS PERSONAS INVOLUCRADAS”. Consultable en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 15, febrero de 2015 (dos mil quince), página 
1397. 

https://www.scjn.gob.mx/derechos-humanos/protocolos-de-actuacion/para-juzgar-con-perspectiva-de-genero
https://www.scjn.gob.mx/derechos-humanos/protocolos-de-actuacion/para-juzgar-con-perspectiva-de-genero
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Ahora bien, cabe mencionar que juzgar con perspectiva de género no 

se traduce en que el órgano jurisdiccional esté obligado a resolver el 

fondo conforme a las pretensiones planteadas atendiendo únicamente 

al género de alguna de las partes ni que dejen de observarse los 

requisitos de procedencia para la interposición de cualquier medio de 

defensa46, así como los criterios legales y jurisprudenciales que al caso 

resulten aplicables. 

 

Lo anterior, porque las formalidades procesales, así como los criterios 

de la Sala Superior y de la SCJN -en su carácter de órganos terminales- 

son los mecanismos que hacen posible arribar a una resolución 

adecuada. 

 

6.1 Análisis previo al estudio de fondo 
 

La SCJN ha establecido que lo primero, antes de analizar el fondo de 

la controversia, es verificar si se presenta una situación de violencia, 

relaciones de poder o contextos de desigualdad estructural basados en 

el sexo, las funciones del género o la orientación sexual de las 

personas. 

 

De verificarse lo anterior, las personas juzgadoras deberán tomar tal 

circunstancia en consideración para apreciar los hechos, valorar las 

pruebas e interpretar las normas jurídicas aplicables, al momento de 

resolver el fondo de la controversia.47 

 
Así, del análisis previo conforme al desarrollo del método contenido en 

el Protocolo propuesto por la Corte, se encuentra lo siguiente: 

 

1. Verificación si se identifica una situación que, a priori, 
coloque a la denunciante en una posición de desventaja, al 

 
46 Lo que fue establecido en la tesis aislada II.1o.1 CS (10a.) emitida por los Tribunales Colegiados 
de Circuito de rubro “PERSPECTIVA DE GÉNERO. LA OBLIGACIÓN DE LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES DE JUZGAR BAJO DICHO PRINCIPIO, NO SIGNIFICA QUE DEBAN 
RESOLVER EL FONDO DEL ASUNTO CONFORME A LAS PRETENSIONES PLANTEADAS 
POR LAS O LOS GOBERNADOS”. 
47 Página 129 del Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género de la Corte. 
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estar involucradas personas que han sido tradicionalmente 
discriminadas en virtud de categorías sospechosas48 

 

En este asunto, es posible identificar a la otrora candidata dentro de 

una de las principales categorías sospechosas previstas en el artículo 

primero de la Constitución Federal, toda vez que pertenece o forma 
parte del grupo de mujeres, al que precede un trato 
discriminatorio, porque se le impedía participar activamente en la 
vida social, económica, política y jurídica del país.49 

 

Categoría que se encuentra reconocida por el Estado mexicano, 

cuando ha expresado que la situación de discriminación hacia la mujer 

en México es estructural, que se trata de un fenómeno social, de un 

fenómeno cultural enraizado en las costumbres y mentalidades, y que 

los hechos de violencia hacia las mujeres están fundados en una cultura 

de violencia y discriminación basada en género.50 

 

Más allá de lo anterior, de la información documental recabada en la 

investigación, no se advierte que en la presunta víctima se reúnan 

características que la expongan a una situación agravada de 

discriminación, es decir, de interseccionalidad.51 52 

  

2. Análisis del contexto, para corroborar si existen relaciones 
de poder, contextos de desigualdad y/o situaciones de 
violencia 

 

 
48 Ver la tesis 1a. CCCXV/2015 (10a.), de rubro: “CATEGORÍAS SOSPECHOSAS. LA INCLUSIÓN 
DE NUEVAS FORMAS DE ÉSTAS EN LAS CONSTITUCIONES Y EN LA JURISPRUDENCIA 
ATIENDE AL CARÁCTER EVOLUTIVO DE LA INTERPRETACIÓN DE LOS DERECHOS 
HUMANOS”.  
49 Ver la tesis 1a./J. 30/2017 (10a.), de rubro: “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD ENTRE EL 
VARÓN Y LA MUJER. SU ALCANCE CONFORME A LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4o. DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EN LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES”. 
50 Naciones Unidas, Informe de México producido por el CEDAW bajo el Artículo 8 del Protocolo 
Facultativo de la Convención y respuesta del Gobierno de México, CEDAW/C/2005/OP.8/MEXICO, 
27 de enero de 2005, párrafos 159 y 287. 
51 Ver la tesis I.4o.A.9 CS (10a.), de rubro: “DISCRIMINACIÓN MÚLTIPLE O 
INTERSECCIONALIDAD DE LA DISCRIMINACIÓN. SU CONCEPTO Y CASO EN EL QUE SE 
ACTUALIZA”, consultable como criterio orientador. 
52 Comité CEDAW (2015), Recomendación General no. 33 sobre el acceso de las mujeres a la 
justicia, CEDAW/C/ GC/33, párrafos 8 y 9. 
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Conforme a la metodología utilizada, el análisis contextual se realiza en 

sus vertientes objetiva y subjetiva, con base en lo siguiente: 

 

a. Análisis del contexto objetivo. 

 

• Lugar y el momento o momentos en los que sucedieron los 
hechos del caso. 

 

Atendiendo a las circunstancias en que se narran los hechos, mismos 

que con antelación se precisaron, se advierte que estos ocurrieron el 

tres de mayo, dentro de la campaña electoral – momento en el cual la 

presunta víctima tenía la calidad de candidata a una DATO PERSONAL 
PROTEGIDO-, el primero, durante la celebración de un debate 

organizado por el Instituto y, el segundo con motivo de una publicación 

de un estado en una red socio digital. 

 

• Datos y estadísticas en relación con los planteamientos del 
caso y el tipo de violencia o discriminación alegada. 

 

De los datos que obran en el expediente, se desprende información 

sobre el hecho que, en el Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024, 

de seis candidaturas registradas para el cargo de la presidencia 

municipal, solo dos postulaciones correspondieron a mujeres, 

incluyendo la de la presunta afectada.53 

 

Además, se tiene que, la denunciante expresa que, desde la fundación 

del Ayuntamiento de DATO PERSONAL PROTEGIDO, dos mujeres 

han sido electas como presidentas municipales, una de ellas reelecta 

de forma consecutiva. 

 
53 Ello, acorde a la información que alberga la página Conóceles del Instituto, información visible en: 
https://conoceleschihuahua.com/. Veáse, jurisprudencia 74/2006, de rubro: “HECHOS NOTORIOS. 
CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO”; y jurisprudencia en materia común, de rubro: “HECHO 
NOTORIO. LO CONSTITUYEN LOS DATOS QUE APARECEN EN LAS PÁGINAS 
ELECTRÓNICAS OFICIALES QUE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO UTLIZAN PARA PONER A 
DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO, ENTRE OTROS SERVICIOS, LA DESCRIPCIÓN DE SUS 
PLAZAS, EL DIRECTORIO DE SUS EMPLEADOS O EL ESTADO QUE GUARDAN SUS 
EXPEDIENTES Y, POR ELLO, ES VÁLIDO QUE SE INVOQUEN DE OFICIO PARA RESOLVER 
UN ASUNTO EN PARTICULAR”.  

https://conoceleschihuahua.com/
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Lo anterior, resulta de importante para la presente controversia, 

atendiendo a las circunstancias del caso. 

 

b. Análisis del contexto subjetivo. 

 

De acuerdo a la metodología que se sigue, a este punto corresponde la 

revisión de las situaciones particulares relacionadas con las partes, 

analizando los elementos que visualicen situaciones de desventaja 

provocadas por condiciones de sexo o género; por lo que, para el 

desarrollo de tal metodología, es fundamental que no se incurra en 
insensibilidad de género,54 con la que se pueda llegar a ignorar la 
variable de género como relevante o válida, ya que, anular esta 

variable en el estudio de la controversia haría imposible que se entienda 

cuál es el problema plateado, lo que implicaría sesgar su análisis y, por 

lo tanto, el resultado de la resolución. 

 

• Condiciones de identidad de las partes involucradas en el 
caso.55 

 

Tales condiciones se identifican con base en la construcción socio-

cultural de las personas, a partir de ser hombre o ser mujer, la que es 

denominada sistema sexo-género, el cual trae consigo 

desigualdades sociales, así como en las relaciones de poder, y por 

ende, en la distribución de los recursos económicos, el acceso a la 

educación, a la salud, a la cultura, a la justicia, a la información, a la 
distribución de responsabilidades, al acceso a los espacios 
públicos, la toma de decisiones, en resumen, al ejercicio pleno de 
los derechos humanos.56 

 

 
54 Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, página 78. 
55 Las que pueden ser, pero no se limitan a: género, sexo, expresión de género, orientación sexual, 
origen étnico, religión, nacionalidad, edad, etcétera Protocolo para Juzgar con Perspectiva de 
Género, página 152. 
56 La incorporación de la perspectiva de Género, Conceptos básicos. Secretaría General, Unidad 
para la Igualdad de Género, Cámara de Diputados/ LXIII Legislatura. Páginas 18 y 19, primera 
edición, 2017.  
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Así, de acuerdo con la identidad sexo-genérica de la víctima, a ésta 

se le ubica en el grupo de las mujeres, cuyas condiciones, 

históricamente han sido de subrepresentación en el espacio de poder y 

toma de decisiones, toda vez que es un grupo al que precede un trato 

discriminatorio, porque se le impedía participar activamente en la vida 

social, económica, política y jurídica del país.57 

  

En lo que corresponde a los denunciados, se advierte que a Manuel 

Duarte Olivas y Juan Pedro Trejo Chaparro, se les ubica en el grupo 
de los hombres. Entonces, dentro del análisis del contexto, su 

identidad sexo-genérica los coloca en una posición inversa, es decir, 

dentro del grupo de los hombres, los cuales han gozado de la condición 

de sobrerrepresentación en los espacios de poder. 

 

No obstante lo anterior, es de precisar, que en el presente asunto, 

tenemos que la presunta víctima al momento de los hechos contaba 

con el carácter de DATO PERSONAL PROTEGIDO, por el municipio 

que contendía por la reelección.58 

 

• Identificar si las partes se conocían previamente y en su caso 
el tipo de relación 

 

El denunciado Manuel Duarte Olivas y la presunta víctima se conocían 

previamente, ello, al haber ocupado el primero el cargo de presidente 

municipal y ella de regidora durante una misma administración.59  

 

En tanto, por lo que hace al denunciado Juan Pedro Trejo Chaparro, de 

diversas manifestaciones se desprende que igualmente se conocían 

 
57 Ver la tesis 1a./J. 30/2017 (10a.), de rubro: “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD ENTRE EL 
VARÓN Y LA MUJER. SU ALCANCE CONFORME A LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4o. DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EN LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES”. 
58 Ello, conforme a la información que obra en https://ieechihuahua.org.mx/_PE2020-2021. Veáse, 
jurisprudencia 74/2006, de rubro: “HECHOS NOTORIOS. CONCEPTOS GENERAL Y JURÍDICO”; 
y jurisprudencia en materia común, de rubro: “HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LOS DATOS 
QUE APARECEN EN LAS PÁGINAS ELECTRÓNICAS OFICIALES QUE LOS ÓRGANOS DE 
GOBIERNO UTLIZAN PARA PONER A DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO, ENTRE OTROS 
SERVICIOS, LA DESCRIPCIÓN DE SUS PLAZAS, EL DIRECTORIO DE SUS EMPLEADOS O EL 
ESTADO QUE GUARDAN SUS EXPEDIENTES Y, POR ELLO, ES VÁLIDO QUE SE INVOQUEN 
DE OFICIO PARA RESOLVER UN ASUNTO EN PARTICULAR” 
59 Conforme a lo expresado en el debate por el propio denunciado y la presunta víctima (foja 164 del tomo I 
del expediente). 

https://ieechihuahua.org.mx/_PE2020-2021
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previamente, él en calidad de regidor y la presunta víctima en calidad 

de secretaria del ayuntamiento.60  

 

• Carácter asimétrico de la relación, en función de la identidad 
sexo-genérica de las partes, de supra-subordinación o 
dependencia (emocional, económica, etcétera) 

 

La SCJN ha señalado que la presencia de una relación asimétrica 

se da cuando una de las partes ostenta una posición de clara 
superioridad frente a la otra, que cuanto mayor sea la desigualdad 
de facto entre los sujetos de la relación, mayor será el margen de 

autonomía privada cuyo sacrificio es admisible; dicho de otro modo, 

cuanto menor sea la libertad de la parte débil de la relación, mayor 
es la necesidad de protección.61 
 
Respecto a esto último, es clara la referencia que hace la Corte al 

enfoque diferencial que se debe aplicar respecto de los grupos 

identificados como vulnerables o categorías sospechosas; como al de 

las mujeres, a través de la perspectiva de género. 

 

También, al resolver el amparo directo en revisión 6606/2015,62 la Corte 

ha señalado que, aunque el poder es interpretable de acuerdo con las 

personas, por las relaciones que protagonizan y el contexto en que 

ocurren tales relaciones, la asimetría de poder por razones sexo-

genéricas tiene su origen en el orden jerarquizado de género, el cual 

asigna valores y desvalores, otorga derechos o los niega, y reconoce 

autonomía o la limita, a partir justamente de la identidad sexo-genérica. 

 

Esta desigual distribución de valía, derechos, recursos y oportunidades 
condiciona que ciertas personas enfrenten escenarios de vida más 

adversos que otras, con lo que llega a configurarse, ante la persistencia 

 
60 Foja 249. 
61 Ver la Tesis 1a. CDXXVI/2014 (10a.), de rubro: “PRINCIPIO DE LA AUTONOMÍA DE LA 
VOLUNTAD. FACTORES PARA MEDIR LA INCIDENCIA DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES EN LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES”. 
62 Ver el precedente relativo al Amparo Directo en Revisión 6606/2015, Primera Sala de la Corte, 
localizable en la liga: 
 https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=190992.  

https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=190992
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real y simbólica de esta situación, lo que se conoce como opresión 

sistemática, y que en el sistema sexo-género tiende a ser padecida por 

mujeres, así como por personas pertenecientes a la diversidad sexual; 

en términos generales, la opresión sistemática condiciona la existencia 

de una relación asimétrica de poder.  

 
En tal orden de ideas, tenemos que existe una opresión sistemática 

reconocida por el propio estado mexicano,63 hacia un grupo en 

desigualdad estructural, como lo es el de las mujeres. 

 

Por otra parte, tenemos que, en el caso en concreto, la presunta víctima 

al momento de los hechos contaba con el carácter de DATO 
PERSONAL PROTEGIDO, por el municipio que contendía por la 

reelección, sin que del expediente se desprenda la existencia de una 

relación, al momento de los hechos, de supra subordinación entre la 

presunta víctima y los denunciados. 

 

• Identificar quien toma las decisiones en la relación, cómo se 
toman y cuáles son los mecanismos de participación en la 
toma de decisiones sobre cuestiones que afectan a las partes 
involucradas 

 
No se advierte del expediente algún tipo de relación laboral, 

personal, partidista u otra, entre la presunta víctima y denunciados.   

 

• Verificar si de un análisis previo, los hechos se relacionan 
con roles género, por lo que se vinculan con cargas sociales 
impuestas a través de estereotipos de género.  
 

Tal y como se señaló con antelación: 

 

 
63 Naciones Unidas, Informe de México producido por el CEDAW bajo el Artículo 8 del Protocolo 
Facultativo de la Convención y respuesta del Gobierno de México, CEDAW/C/2005/OP.8/MEXICO, 
27 de enero de 2005, párrafos 159 y 287. 
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a) La acusación se realizó por la presunta comisión de la infracción 
de violencia política contra la mujer basada en elementos de 
género. 

 

b) Se describe que ocurrieron en la esfera política en su calidad de 

candidata a DATO PERSONAL PROTEGIDO.  

 

Para los propósitos del análisis de contexto, a efecto de una mayor 

claridad en su desarrollo, se considera adecuado introducir el siguiente 

marco conceptual: 
 

a) Estereotipos. Son una forma de categorización social que 

facilita las interacciones cotidianas con otras personas; 

entendiendo que las categorías son un componente básico de 

la manera de pensar, actuar, percibir y hablar. Una gran parte 

del pensamiento de las personas implica su uso, debido a que 

los sistemas conceptuales están organizados en términos de 

éstas; así, los estereotipos clasifican a las personas a 
partir del grupo social al que pertenecen, existiendo 

variedad de estos sobre las personas.64 

 

b) Estereotipos de género. Se distinguen por estar orientados a 

un conjunto definido de grupos sociales: al grupo de las 

mujeres, al grupo de los hombres y a los grupos que conforman 

las diversas identidades de género o minorías sexuales. Estos 

pueden atribuir cosas distintas en cada sociedad, pero existe 

una cuestión que es común en todas ellas, esto es, el tipo de 
atributos y roles que reconocen y adjudican a cada uno de 
los sexos es inequitativo, ya que obedece a un esquema 
de jerarquías que coloca al grupo de los hombres en una 
posición de dominación, y al de las mujeres y las minorías 

sexuales en una de subordinación, lo que se debe al orden 
social de género que prevalece, en el cual las mujeres y las 

 
64 Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, páginas 43 y 44.  
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minorías sexuales se encuentran relegadas a un segundo 
plano detrás de los hombres.65 

 

De lo anterior, no se identifica -de manera preliminar- que los 
hechos denunciados se encuentren relacionados con roles de 
género o cargas sociales impuestas a través de estereotipos de 
género, así como, tampoco se advierte que el género de las partes 
influyera en los hechos de forma tal que dejara a una de ellas en 
situación de ventaja o desventaja frente a la otra, ni se identifican 
indicios de discriminación y violencia por motivos de género.  

 

Por lo que, preliminarmente, de la información que se desprende del 

contexto objetivo con los hechos denunciados no se advierte una 

situación de violencia sistemática o de desigualdad estructural que 

afecte a un grupo determinado de personas a nivel local, nacional o 

incluso mundial.  

 

Por tanto, en el apartado correspondiente se realizará un análisis de 

fondo relacionado con los supuestos normativos invocados, así como 

los elementos constitutivos de VPG, a fin de dilucidar si nos 

encontramos ante una vulneración al derecho de las mujeres a una vida 

libre de violencia en el ámbito político-electoral. 

 

7. ESTUDIO DE FONDO 

 
7.1 Marco Normativo 

 
7.1.1. Perspectiva de género 
 

Acorde con el Protocolo para juzgar con perspectiva de género, dicha 

perspectiva constituye una herramienta para la transformación y 

deconstrucción, a partir de la cual se desmontan contenidos y se les 

vuelve a dotar de significado, colocándolos en un orden distinto al 

tradicionalmente existente. Su aportación más relevante consiste en 

 
65 Ibídem, página 49 y 51. 
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develar una realidad no explorada, permitiendo que nuestra mirada 

sobre un fenómeno logre:  

 

a) Visibilizar a las mujeres, sus actividades, sus vidas, sus 

necesidades específicas y la forma en que contribuyen a la 

creación de la realidad social; y  

b) Mostrar cómo y por qué cada fenómeno concreto está atravesado 

por las relaciones de poder y desigualdad entre los géneros, 

características de los sistemas patriarcales y androcráticos.66 

 

Ahora bien, es criterio de la Sala Superior67 y la SCJN,68 que la 

impartición de justicia con perspectiva de género consiste en una 

aproximación de análisis, que permita detectar las asimetrías de poder 

que comprometen el acceso a la justicia, considerando las situaciones 

de desventaja, de violencia, o de discriminación o vulnerabilidad por 

razones de género, ya que, debe velarse porque toda controversia 

jurisdiccional garantice el acceso a la justicia de forma efectiva e 

igualitaria, cuestionando los posibles estereotipos de género y 
evitando invisibilizar las violaciones alegadas.69 

 

Ese mandato se reconoce en los artículos 1º, párrafo primero y 4° de la 

Constitución; 5 y 10 inciso c) de la CEDAW;70 así como 6.b y 8.b de la 

Convención Belém do Pará, que obligan al Estado mexicano a tomar 

medidas para modificar los patrones socioculturales de género, a fin de 

eliminar los prejuicios y prácticas basadas en el estereotipo de hombres 

 
66 Véase página 80 del Protocolo.  
67 SUP-JDC-383/2016 y el SUP-JDC-18/2017. 
68 Jurisprudencia 1a./J. 22/2016, de rubro “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE 

IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”.  
69 Tesis P. XX/2015 (10a.), de rubro “IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE 

GÉNERO. OBLIGACIONES QUE DEBE CUMPLIR EL ESTADO MEXICANO EN LA MATERIA”.  
70 Artículo 5. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: 
a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar 
la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén 
basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones 
estereotipadas de hombres y mujeres;... 
Artículo 10. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hombre en la 
esfera de la educación y en particular para asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres: 
c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino en todos los 
niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de la educación mixta y de otros 
tipos de educación que contribuyan a lograr este objetivo y, en particular, mediante la modificación 
de los libros y programas escolares y la adaptación de los métodos de enseñanza. 
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y mujeres. 

 

Así, cuando se alegue VPG, las autoridades electorales deben realizar 

un análisis de todos los hechos en su contexto y agravios expuestos, a 

fin de hacer efectivo el acceso a la justicia y el debido proceso.71 

 

De modo que, las autoridades deben hacer un examen integral y 

contextual de todo lo planteado en la denuncia72, en función de la 

hipótesis que se sostiene en la acusación, desde una perspectiva de 

género.  

 

Finalmente, como ya se refirió, la SCJN en la jurisprudencia de rubro: 

“ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. 
ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO” ha 

establecido los elementos para juzgar con perspectiva de género. 

 

7.1.2.  Derecho a la igualdad y no discriminación 

 

El derecho humano a la igualdad y no discriminación se contienen en 

el artículo 1° párrafos primero y quinto, así como artículo 4° párrafo 

primero de la Constitución Federal; al reconocer que todas las personas 

gozarán de los derechos humanos contemplados en la misma y en 

tratados internacionales, prohibiendo toda discriminación motivada, 

entre otras razones, por el género, las preferencias sexuales o cualquier 

categoría que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto 

anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 
 

7.1.3.  Derecho político electoral del voto pasivo de acceso a un 
cargo público 

 

El artículo 7° de la CEDAW, establece que los Estados parte deben 

garantizar el derecho de votar y ser votadas de las mujeres en todas 

 
71 Jurisprudencia 48/2016, de rubro “VIOLENCIA POLÍTICA POR RAZONES DE GÉNERO. LAS 

AUTORIDADES ELECTORALES ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA AFECTACIÓN DE 
DERECHOS POLÍTICOS ELECTORALES”.  

72 SUP-JE-102/2016, SUP-JE-107/2016 y SUP-RAP-393/2018.  
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las elecciones y referéndums públicos, participar en la formulación y 

ejecución de políticas gubernamentales. Así como, regula la obligación 

de implementar acciones suficientes para garantizar el derecho de las 

mujeres a ocupar cargos públicos y desempeñar funciones públicas en 

igualdad de condiciones que los hombres. 

 

Por su parte, el artículo III de la Convención sobre los Derechos 

Políticos de la Mujer, establece que las mujeres cuentan con el derecho 

a ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas 

reconocidas en las legislaciones nacionales de los Estados parte, en un 

ambiente de igualdad entre los géneros y sin discriminación alguna. 

 

A su vez, los artículos 3 y 25 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, contemplan la obligación de los Estados parte de 

garantizar condiciones igualitarias entre los géneros en el goce de todos 

los derechos civiles y políticos que en dicho instrumento se encuentran 

reconocidos, así como el derecho de todas las personas ciudadanas a 

acceder y participar en los asuntos públicos. 

 

Del mismo modo, los artículos 1, 23 y 24 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, reconocen la igualdad de todas las 

personas ante la ley y, como consecuencia de ello, la igualdad de 

protección de las personas en sus derechos, así como el derecho a la 

igualdad de condiciones en el ámbito político, por lo que toca al acceso 

a cargos públicos. 

 

Además, el artículo 4 incisos f) y j) de la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

(“Convención Belém do Pará”), salvaguarda el derecho de igualdad en 

la protección ante la ley para las mujeres, además del reconocimiento 

de la prerrogativa que posee toda mujer a que le sean reconocidos sus 

derechos relativos al goce, ejercicio y protección de sus derechos 

humanos, especialmente de igualdad en el acceso a las funciones 

públicas de su país y en la participación de las cuestiones públicas. 
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A nivel nacional el artículo 1°, párrafo tercero, de la Constitución 

Federal, exige a todas las autoridades la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, lo que incluye a 

las mujeres que ejercen cargos de elección popular. 

 

En tanto, el artículo 4°, párrafo primero, de la Constitución Federal, 

establece la igualdad legal entre hombres y mujeres, reconocimiento 

que en materia política se armoniza con los artículos 34 y 35 de la 

misma, al disponer que todas las personas ciudadanas tendrán el 

derecho de votar y ser votadas en cargos de elección popular, así como 

formar parte en asuntos políticos del país. 

 

Por otro lado, ha sido criterio reiterado de la Sala Superior que el 

derecho de las personas de ser votadas o al voto pasivo, no constituye 

en sí una finalidad, sino un medio para lograr la integración de los 

órganos del poder público, representativos del pueblo que los elige 

mediante el ejercicio de su derecho a votar o de sufragio activo y que, 

una vez integrado ese órgano, asumir el cargo se convierte en un deber 

jurídico, según lo dispone el artículo 36, fracción IV, de la Constitución 

Federal.73 

 

7.1.4 Derecho humano de las mujeres a una vida libre de violencia 
y discriminación  

 

El derecho humano de la mujer a una vida libre de violencia y 

discriminación deriva expresamente de las obligaciones del Estado 

mexicano, acorde a los artículos 1° y 4°, párrafo primero, de la 

Constitución Federal; a su vez, en fuente convencional, en los artículos 

4 y 7 de la Convención Belém do Para; 4, inciso j), de la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 

la Mujer; II y III de la Convención de los Derechos Políticos de la Mujer; 

así como de la Recomendación General 19 del Comité de Naciones 

Unidas para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra 

la Mujer. 

 
73 Ver sentencia emitida en el expediente SUP-CDC-5/2009. 
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En ese sentido, tanto el marco jurídico nacional como el internacional 

reconocen la igualdad de la mujer y el hombre ante la ley y el deber de 

toda autoridad de evitar el trato discriminatorio por motivos de género. 

 

Así, la CEDAW en su artículo 1°, define a la discriminación de la mujer 

como toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que 

tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, 

goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, 

sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos 

humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 

económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 
 

Asimismo, los artículos 2º incisos a) y c) y 3º de la CEDAW, establecen 

el compromiso que tienen los Estados parte para condenar la 

discriminación entre hombres y mujeres y asegurar -por ley u otros 

medios que estimen apropiados-, la consecución del principio de 

igualdad entre los géneros, incluyendo la garantía de su protección 

jurídica efectiva, a través de los órganos jurisdiccionales que resulten 

competentes. 

 

7.1.5 Violencia política contra la mujer en razón de su género 
 

La LGAMVLV,74 la LEDMVLV75 y Ley Electoral,76 conceptualizan a la 

VPG, como toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en 

elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, 

que tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el 

ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una o varias 

mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su 

cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma 

de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y 

ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, 

candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. 

 
74 Artículo 20 Bis.  
75 Artículo 6, fracción VI.  
76 Artículo 3 Bis, numeral 1, inciso v).  
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Así mismo, dicha normativa refiere que se entenderá que las acciones 

u omisiones se basan en elementos de género, cuando se dirijan a una 

mujer por su condición de mujer; le afecten desproporcionadamente o 

tengan un impacto diferenciado en ella. 

 

Ahora bien, puede manifestarse de manera enunciativa mas no 

limitativa por cualquiera de las formas previstas en dicho ordenamiento, 

y puede ser perpetrada indistintamente por agentes estatales, por 

superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes de 

partidos políticos, militantes, simpatizantes, precandidatas, 

precandidatos, candidatas o candidatos postulados por los partidos 

políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y 

sus integrantes, por un particular o por un grupo de personas 

particulares.   

 

Así, la LGAMVLV refiere que la VPG puede reflejarse, entre otras, a 

través de las siguientes conductas:77 

 

• Incumplir las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales 

que reconocen el ejercicio pleno de los derechos políticos de las 

mujeres. 

• Obstaculizar la campaña de modo que se impida que la 

competencia electoral se desarrolle en condiciones de igualdad. 

• Realizar o distribuir propaganda política o electoral que calumnie, 

degrade o descalifique a una candidata basándose en estereotipos 

de género que reproduzcan relaciones de dominación, 

desigualdad o discriminación contra las mujeres, con el objetivo de 

menoscabar su imagen pública o limitar sus derechos políticos y 

electorales. 

• Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier expresión que 

denigre o descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones 

 
77 Artículo 20 Ter, fracciones I, VII, VIII, IX, XXII de la LGAMVLV.  
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políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo o el 

resultado de menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus 

derechos. 

• Divulgar imágenes, mensajes o información privada de una mujer 

candidata o en funciones, por cualquier medio físico o virtual, con 

el propósito de desacreditarla, difamarla, denigrarla y poner en 

entredicho su capacidad o habilidades para la política, con base en 

estereotipos de género; 

• Ejercer violencia física, sexual, simbólica, psicológica, económica 

o patrimonial contra una mujer en ejercicio de sus derechos 

políticos; 

• Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean 

susceptibles de dañar la dignidad, integridad o libertad de las 

mujeres en el ejercicio de un cargo político, público, de poder o de 

decisión, que afecte sus derechos político-electorales. 
 
En tanto, la Ley Electoral,78 señala que la VPG, dentro o fuera del 

proceso electoral , constituye una infracción a esa Ley, y se manifiesta, 

entre otras, a través de las siguientes conductas: 

 

a) Obstaculizar a las mujeres, los derechos de asociación o afiliación 

política.  

 

b) Ocultar información a las mujeres, con el objetivo de impedir la 

toma de decisiones y el desarrollo de sus funciones y actividades.  

 

c) Ocultar la convocatoria para el registro de precandidaturas o 

candidaturas, o información relacionada con esta, con la finalidad 

de impedir la participación de las mujeres.  

 

d) Proporcionar a las mujeres que aspiran a ocupar un cargo de 

elección popular, información falsa, incompleta o imprecisa, para 

impedir su registro.  

 
78 Artículo 256 BIS.  
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e) Obstaculizar la precampaña o campaña política de las mujeres, 

impidiendo que la competencia electoral se desarrolle en 

condiciones de igualdad.  

 

f) Cualquiera otra acción que lesione o dañe la dignidad, integridad 

o libertad de las mujeres en el ejercicio de sus derechos políticos 

y electorales.  

 

7.1.6 Marco jurisprudencial 

 

La Sala Superior ha sostenido que el derecho de las mujeres a una vida 

libre de discriminación y violencia implica la imposición de una 

obligación de toda autoridad de actuar con la debida diligencia y de 

manera conjunta para prevenir, investigar, sancionar y reparar una 

posible afectación a sus derechos. 
 

Derivado de lo anterior, la propia Sala Superior emitió el Protocolo para 

Atender la Violencia Política Contra las Mujeres en el que determinó 

que la violencia política por razón de género comprende todas aquellas 

acciones u omisiones de personas, servidoras o servidores públicos 

que se dirigen a una mujer por ser mujer, tienen un impacto 
diferenciado en ellas o les afectan desproporcionadamente, con el 

objeto o resultado de menoscabar o anular sus derechos político-

electorales, incluyendo el ejercicio del cargo. Puede incluir, entre otras, 

violencia física, psicológica, simbólica, sexual, patrimonial, económica 

o feminicida.79 

 

En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

establecido que cuando existen alegaciones de violencia política de 

género que impiden el adecuado ejercicio de un cargo, se debe actuar 

 
79 Protocolo para la atención de la violencia política contra las mujeres en razón de género. Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017. 
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con debida diligencia,80 y que no toda la violencia que se ejerce contra 

las mujeres tiene elementos de género.81 

 

Es por ello, que la Sala Superior sustentó a través de la jurisprudencia 

21/2018,82 que cuando se alegue VPG, al tratarse de un problema de 

orden público, las autoridades electorales deben realizar un análisis de 

todos los hechos y agravios expuestos, a fin de hacer efectivo el acceso 

a la justicia y el debido proceso de las partes denunciantes; asimismo, 

indicó que debían concurrir cinco elementos con los cuales se configura 

y demuestra la existencia de VPG: 

 

• Que el acto u omisión se dé en el marco del ejercicio de derechos 

político-electorales, o bien en el ejercicio de un cargo público; 

• Sea perpetrado por el Estado o sus agentes, por superiores 

jerárquicos, colegas de trabajo, partidos políticos o 

representantes de estos; medios de comunicación y sus 

integrantes, un particular y/o un grupo de personas; 

• Sea simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o 

psicológico; 

• Tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el 

reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos político-

electorales de las mujeres, y 

• Se base en elementos de género, es decir: i. se dirija a una mujer 

por ser mujer; ii. tenga un impacto diferenciado en las mujeres; y 

iii. afecte desproporcionadamente a las mujeres. 

 

En lo que respecta a los estereotipos de género,83 éstos se definen 

como: la manifestación, opinión o prejuicio generalizado relacionado 

 
80 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velásquez Rodríguez, sentencia del 29 de 
julio de 1988, serie C No. 4, párrafo 166.  
81 En los casos Ríos (párrafos 279 y 280) y Perozo (párrafos 295 y 296), ambos contra Venezuela, 
la COIDH aclaró “que no toda violación de un derecho humano cometida en perjuicio de una mujer 
conlleva necesariamente una violación de las disposiciones de la Convención de Belém do Pará.” 
Es decir, las vulneraciones de los derechos humanos de las mujeres no siempre constituyen 
violencia de género. En el mismo sentido, en el caso Veliz Franco contra Guatemala (párrafo 178), 
la Corte Interamericana señala que no puede aseverarse que todos los homicidios de mujeres 
sucedidos en la época de los hechos fueron por razones de género. 
82 De rubro: “VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. ELEMENTOS QUE LA ACTUALIZAN EN EL 
DEBATE POLÍTICO”. 
83 Véase lo resuelto en el SUP-REP-623/2018 
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con roles sociales y culturales que deben poseer o desempeñar los 

hombres y las mujeres, mediante la asignación de atributos, 

características o funciones específicas, que puede generar violencia y 

discriminación.  
 

En cuanto a esto, el artículo 5 de la CEDAW,84 dispone como obligación 

de los Estados parte implementar las medidas necesarias para evitar 

los estereotipos perjudiciales e ilícitos, a fin de garantizar la igualdad 

sustantiva de hombres y mujeres. 

 

Así, la jurisprudencia 22/2024, de rubro, “ESTEREOTIPOS DE 
GÉNERO EN EL LENGUAJE. METODOLOGÍA PARA SU ANÁLISIS”, 

menciona que ante la inexistencia de criterios claros y objetivos a través 

de los cuales las personas operadoras jurídicas puedan identificar 

cuándo se está en presencia del uso sexista del lenguaje, 

discriminatorio y/o con estereotipos de género discriminatorios, es 

necesario implementar una metodología de análisis del lenguaje 

(escrito o verbal), a través de la cual se pueda verificar si las 

expresiones incluyen estereotipos discriminatorios de género a partir de 

los siguientes parámetros:  

 

• Establecer el contexto en que se emite el mensaje, considerando 

aspectos como el lugar y tiempo de su emisión, así como el medio 

por el que se transmite;  

• Precisar la expresión objeto de análisis, para identificar la parte 

del mensaje que se considera como estereotipo de género;  

• Señalar cuál es la semántica de las palabras, es decir, si tiene un 

significado literal o se trata de una expresión coloquial o 

idiomática, que si fuera modificada no tendría el mismo 

significado;  

• Definir el sentido del mensaje, a partir del momento y lugar en que 

se emite, para lo cual se deberá considerar los usos, costumbres 

 
84 Artículo 5: Los Estados Parte tomarán todas las medidas apropiadas... para modificar los patrones 
socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los 
prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea 
de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de 
hombres y mujeres; 
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o regionalismos del lenguaje, parámetros sociales, culturales e 

incluso históricos que rodean el mensaje; y las condiciones del 

interlocutor; y 

• Verificar la intención en la emisión del mensaje, a fin de establecer 

si tiene el propósito o resultado de discriminar a las mujeres. 

 

7.1.7 Doctrina metodológica judicial sobre la protección de los 
derechos político-electorales y directrices procesales 
mínimas para el análisis de asuntos en los que se denuncie 
la comisión de VPG  

 

Ha sido criterio sostenido por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, que en los asuntos que se plantea la probable comisión 

de VPG, existen diversos pasos a seguir para estar en posibilidad de 

realizar un estudio exhaustivo e integral de las diversas normativas y 

mecanismos atinentes. 

 

Así, una metodología a seguir en casos en los que se alegue 

obstaculización a derechos políticos y electorales, a saber, es: 85 

 

1. Revisar si los hechos son susceptibles de afectar un derecho 
político electoral o no, para verificar el ámbito en el que debe 
revisarse, sin prejuzgar de fondo sobre la existencia o no de 
la violación 
 
Corresponde al estudio individualizado de las conductas 

denunciadas, determinar si existe la posibilidad de que vulnere un 

derecho político y/o electoral, no sólo en términos de ley sino 

conforme a los supuestos reconocidos por la doctrina judicial 

(competencia de los órganos electorales). 

 

2. En segundo lugar, bajo una visión con perspectiva de género 
realizar un análisis de fondo, bajo los supuestos previstos en 
la LGAMVLV y sus correlativas leyes estatales y leyes 

 
85 Criterio sostenido en el expediente de clave SM-JDC-0053/2024. 
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electorales; así como los previstos en la jurisprudencia que 
implican supuestos típicos de VPG (aun cuando pudieran ser 
genéricos)  
 

Se procede analizar si se acreditó o no la VPG, conforme a los 

elementos identificados en la Ley de Acceso o la jurisprudencia, 

derivado de lo cual pueden presentarse fundamentalmente dos 

escenarios válidos: a. Que la conducta esté en algún supuesto 

legal específico de VPG, o bien, b. Que la conducta esté en algún 

supuesto genérico o reconocida jurisprudencialmente. Siempre, 
verificando conforme a la jurisprudencia, si la afectación es 
en razón de género. 
 

Lo anterior en concordancia con la reforma en materia de VPG,86 

que buscó armonizar el orden jurídico interno con los estándares 

de convencionalidad en cuanto a establecer disposiciones 

específicas que contribuyan a la visualización de la violencia 

política, a su tipificación, procesamiento y sanción. 

 

Además, que con ello se busca contribuir a la funcionalidad de la 

reforma de género, de manera que los supuestos estén previstos 

tanto en la  LGAMVLV como en la LGIPE, siempre bajo el 

entendimiento dado en la jurisprudencia por cuanto a que se debe 

verificar que la afectación se da en razón de género y conforme a 

lo que debe entenderse como tal. 

 

§ Los elementos de la LGAMVLV  
 

Existen supuestos típicos específicos para la demostración de la 

violencia en razón de género. 

 

 
86 Con la reforma se modificaron los siguientes ordenamientos: i. Ley de Acceso, ii. LGIPE, iii. Ley 
de Medios de Impugnación, iv. Ley General de Partidos Políticos, v. Ley General en Materia de 
Delitos Electorales, vi. Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República, vii. Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación y viii. Ley General de Responsabilidades Administrativas.  
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Así, del catálogo normativo de hipótesis que en caso de que se 

configuren de la LGAMVLV así como la LEDMVLV, resulta 

esencial que, para determinar si los hechos constituyen o no 

alguna infracción en materia electoral, se realice en primer 

término un ejercicio de verificación donde se argumente la 

correspondencia o no entre el derecho y los hechos. 

 

A la vez que, la LGAMVLV también prevé un supuesto de género, 

al señalar que la VPG, es “toda acción u omisión, incluida la 

tolerancia, basada en elementos de género”. 

 

La VPG, ciertamente, puede actualizarse no sólo a través de 

agresiones físicas, verbales o conductas material o abiertamente 

agresivas contra la mujer, sino a través de actos que demeritan 

de manera implícita, sutil, disfrazada, en apariencia de broma o 

incluso microscópicos, y que finalmente generan un efecto 

diferenciado en perjuicio de las mujeres, sus capacidades, 

habilidades, y su dignidad humana. 

 

Esto es, que la VPG no siempre es visible a primera vista, pues 

se da, precisamente, a través de la comunicación y que se basa 

en relaciones desiguales entre géneros, siendo más efectiva para 

la persona violentadora por ser más sutil, pues se proyecta a 

través de mecanismos de control social y de reproducción de 

desigualdades, tales como humillaciones, bromas machistas, 

publicidad sexista, micromachismos, desvalorización e 

invisibilización, que se realizan públicamente o plataformas 

electrónicas. 

 

De manera que, especialmente, los juzgadores deben estar 

atentos a evitar inercias o formas “sutiles o sofisticadas de 

violencia” que finalmente buscan demeritar a la mujer. 

 

En ese sentido, los juzgadores deben atender a los principios 

aplicables a fin de determinar si las acciones u omisiones, más 

cuando se trata de cuestiones sutiles de violencia, están 
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basadas en elementos de género y si fueron ejercidas dentro 
de la esfera pública, si tienen por objeto o resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce y ejercicio de 
los derechos político-electorales de la mujer, de manera 
sofisticada. 

 

Se precisa, siempre que las acciones u omisiones se basan en 

elementos de género, y explica que esto ocurre cuando se dirijan 

a una mujer por su condición de mujer, le afecten 

desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en 

ella. 

 

En ese sentido, la jurisprudencia 21/2018, complementa esa 

visión al exigir que dichos supuestos específicos o genéricos, 

requieren para su actualización los elementos de 
comprobación que dispone la misma. 
 

3. Enseguida, en todos los casos, debe constarse, a partir de 
un análisis individual e integral (contextual o conjunto), que 
las conductas se produjeron por razón de género 
 
Un aspecto implícito en el punto precedente, pero que debe 

puntualizarse metodológicamente es que la legislación y la propia 

doctrina judicial concretada en la línea jurisprudencial emitida por 

la Sala Superior en la jurisprudencia 21/2018, que se precisa en 

el marco jurisprudencial, establecen que, en todo caso, bajo un 

análisis individual o integral, las conductas o expresiones 
prohibidas son aquellas que se producen en razón de 
género. 
 
Por ende, conforme a la LGAMVLV, la LEDMVLV y a dicha 

jurisprudencia,  así como al deber de juzgar con perspectiva de 

género, debe verificarse si los hechos denunciados actualizan 
los elementos de género para considerarse constitutivos de 
VPG, porque si bien los hechos pudiesen ser violentos, en el 

contexto de su emisión puede que no se emitan en razón de 
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género, conforme al criterio jurisprudencial, es decir, dirigidos 

contra una mujer por el hecho de serlo o basados en estereotipos 

de género. 

 

Esto es, que las conductas constitutivas de VPG son aquellas que 

establece la ley o la jurisprudencia, de manera específica o 

genérica, pero siempre que se basen en elementos de género, es 

decir, que atentan contra la mujer, porque: i. Se dirige a una mujer 

por el sólo hecho de serlo, ii. Tiene un impacto diferenciado en 

las mujeres, y iii. Afecta desproporcionadamente a las mujeres 

(jurisprudencia 21/2018). 
 

Bajo esas consideraciones, existen hechos que pueden ser 

calificativos ríspidos, pero que sólo pueden ser sancionados en 
el ámbito electoral, siempre que busquen o genere la afectación 

a un derecho político-electoral o en alguna de sus vertientes y se 

manifiesten contra una persona por ser mujer. 
 
En suma, todos los supuestos legales, los específicos que 

expresamente exigen que la violencia se cometa en razón de 

género, los específicos que no lo exigen expresamente en la ley,87 

y los genéricos, conforme a la jurisprudencia, también exigen 

verificar mediante un test, que la violencia se actualice en razón 

de género.  

 
7.1.8 Marco normativo sobre libertad de expresión y VPG 
 

 
87 La LGAMVLV establece, entre otros supuestos, que constituyen VPG, los siguientes: i. Ocultar 
información u omitir la convocatoria para el registro de candidaturas o para cualquier otra actividad 
que implique la toma de decisiones en el desarrollo de sus funciones y actividades, ii. Proporcionar 
a las mujeres que aspiran u ocupan un cargo de elección popular información falsa o incompleta, 
que impida su registro como candidata o induzca al incorrecto ejercicio de sus atribuciones, iii. 
Impedir, por cualquier medio, que las mujeres electas o designadas a cualquier puesto o encargo 
público tomen protesta de su encargo, asistan a las sesiones ordinarias o extraordinarias o a 
cualquier otra actividad que implique la toma de decisiones y el ejercicio del cargo, impidiendo o 
suprimiendo su derecho a voz y voto, iv. Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso 
o atribución inherente al cargo que ocupe la mujer, incluido el pago de salarios, dietas u otras 
prestaciones asociadas al ejercicio del cargo, en condiciones de igualdad y v. Limitar o negar 
arbitrariamente el uso de cualquier recurso o atribución inherente al cargo político que ocupa la 
mujer, impidiendo el ejercicio del cargo en condiciones de igualdad.  
Mismos que, ciertamente, no expresan de forma literal la necesidad de que las mismas se realizaran 
en razón de género, sin embargo, de la interpretación de la ley, conforme a la jurisprudencia 
mencionada, también exige comprobar que, efectivamente, los actos u omisiones tengan el 
elemento de género.  
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El artículo 1 de la Constitución Federal establece que todas las 

personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la 

Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea 

parte. 

 

Asimismo, en su artículo 6,88 prevé que es deber del Estado garantizar 

el derecho fundamental a la libertad de expresión e información, 

consagrado en los artículos 19 párrafo 2 del Pacto Internacional de 

Derechos Políticos y Civiles y 13 párrafo 1 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos.  

 

En el artículo 7 de la misma Constitución Federal se establece que es 

inviolable la libertad de difundir opiniones, información e ideas, y que tal 

derecho no puede ser restringido a través de la censura. 

 
Es decir, estos preceptos constitucionales establecen un derecho que 

implica la libre manifestación de ideas y opiniones; ello, ya que el 

derecho a la libertad de expresión es genérico en el sentido de que es 

un derecho humano del que gozan todas las personas México. 
 

Sobre este tema, la Sala Superior ha definido diversos elementos que 

componen el derecho a la libertad de expresión, tales como: 

 
i. Sus objetivos fundamentales son la formación de una opinión 

pública libre e informada, la cual es indispensable en el 

funcionamiento de toda democracia representativa. 

 

ii. El sano debate democrático exige que exista el mayor nivel de 

circulación de ideas, opiniones e informaciones de quienes 

deseen expresarse a través de los medios de comunicación. 

 

iii. La libertad de expresión no es absoluta y debe ejercerse dentro 

 
88 Artículo 6. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, 
provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos 
dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 
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de los límites expresos o sistemáticos derivados de su 

interacción con otros elementos del sistema jurídico. 

 

iv. Por ejemplo, los límites a la expresión y manifestación de las 

ideas son el respeto a los derechos, la reputación de las demás 

personas, la protección de la seguridad nacional, el orden 

público, la salud o la moral pública, y el derecho a la honra y a la 

dignidad de la persona. 

 

Aunado a ello, ha sido criterio de la Sala Superior que la libertad de 

expresión debe maximizarse en el debate político y, al mismo tiempo, 

interpretar en forma estricta las restricciones a ese derecho, para 

no hacerlo nugatorio, particularmente en el desarrollo de precampañas 

y campañas electorales, en donde es necesario proteger y alentar un 

debate intenso y vigoroso, lo cual se corresponde con la dimensión 

deliberativa de la democracia representativa89. 

 

Sin embargo, también ha sido criterio reiterado que la libertad de 

expresión no es un derecho absoluto, por lo que también encuentra un 
límite válido en la manifestación de expresiones, ideas o 
información que pueda constituir violencia política en razón de 
género; es decir, la libertad de expresión no puede ser utilizada para 

ejercer violencia política en razón de género.90 

 

Lo previo, ya que en una democracia constitucional, que tiene una 

dimensión deliberativa, según lo ha determinado en diversas ocasiones 

la SCJN, todas las personas no sólo tienen derecho a ser tratadas 

dignamente, sino también a ser tratadas en pie de igualdad, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 1º de la Constitución 

Federal.  

 

Por ello, resulta relevante que las manifestaciones o expresiones 

realizadas a través de los distintos medios, no afecten directa o 

indirectamente a un género, a través del fortalecimiento de estereotipos 

 
89 Sentencia SUP-REP-17/2021. 
90 SUP-REP-623/2018 y SUP-RAP-20/2021 y acumulado. 
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y promoción de violencia. 

 

Al efecto, conforme a la línea jurisprudencialmente trazada por la Sala 

Superior91, dentro del entorno del discurso o debate político, el ejercicio 

de estas libertades (como genuinos derechos fundamentales) amplía el 

umbral de tolerancia frente a juicios valorativos, apreciaciones o 

afirmaciones vertidas durante la contienda electoral, en tanto ello se 

cristalice de cara a temas que pueden ser de interés público para la 

sociedad.  
 

Bajo esa premisa, no sería transgresión a la normativa electoral la 

manifestación de ideas, expresiones u opiniones, cuando estas –

apreciadas y valoradas en su contexto– aportan elementos para la 

formación de una opinión pública libre, la consolidación del sistema de 

partidos y el fomento de una auténtica cultura democrática, cuando ello 

tenga lugar, entre personas afiliadas, militantes, candidatas, dirigentes 

y ciudadanía en general, sin rebasar el derecho a la honra y dignidad. 

 

7.2 Caso Concreto 
 
El presente asunto se da con motivo de dos hechos acontecidos el tres 

de mayo, el primero, relativo a las manifestaciones vertidas por Manuel 

Duarte Olivas en el desarrollo de un debate, en el cual se tienen por 

acreditadas las siguientes expresiones:  

 
“Muchas gracias, fíjense, ya estaba en tercer lugar, ya voy en segundo, 
ya casi llego al primero, eh, híjole, no, sé, yo creo que lo, no se usted qué 
opine candidata DATO PERSONAL PROTEGIDO, la auditoría superior 
del Estado acaba de señalar a Meoqui como uno de los municipios más 
endeudados, casi si debemos como ciento veintiséis millones, le recuerdo 
que la administración municipal a la que usted perteneció en el 2013- 
2016, está libre ante la cuenta pública del Congreso del Estado y su 
sucesor, mi sucesor, pues más bien, su jefe Ismael Pérez Pavía, 
expresidente municipal, todavía traen ahí ustedes algunos problemas, así 
es que les sugiero que cheque bien sus datos”.  

 
 
En tanto, el segundo hecho, también acreditado y atribuido a Juan 

Pedro Trejo Chaparro, relativo a una publicación de un estado en una 

 
91 Jurisprudencia 11/2008 de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. SU 
MAXIMIZACIÓN EN EL CONTEXTO DEL DEBATE POLÍTICO”. 
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red socio digital, en el cual se publicó, el siguiente texto, seguido de una 

imagen del debate:  

 
Publicación Texto inserto en la publicación 

 

 

“LA CANDIDATA DEL DATO 
PERSONAL PROTEGIDO 

DESCONOCIÓ COMO SU JEFE AL 
DIPUTADO ISMAEL PÉREZ PAVÍA, 

lo que puede traer repercusiones 
dentro de los mismos equipos del 

pan”. 
 

 

Así, del contenido de las manifestaciones vertidas en el debate, como 

en la publicación de un estado de red socio digital se desprende lo 

siguiente: 

 

• Ambos hechos ocurren el día tres de mayo, en el período de 

campañas del proceso electoral local. 

• El mensaje de Manuel Duarte Olivas se da durante el desarrollo 

de un debate de candidaturas; en tanto la publicación de estado 

de Juan Pedro Trejo Chaparro se emite en una red socio digital, 

a dicho de la denunciante en “estado de Whats app y/o historia 

de Facebook”.  

• Del mensaje de los minutos denunciados del debate se 

desprende que se habla de una deuda pública de un municipio y 

en la denuncia se hace énfasis particular al uso del término “su 

jefe” y su contexto, al decírsele a la ex candidata que “su jefe 

Ismael Pérez Pavía expresidente municipal, todavía traen ahí 

ustedes algunos problemas, así es que les sugiero que cheque 

bien sus datos”; en tanto, en la publicación denunciada 

igualmente se hace uso del término “su jefe”, al referirse “LA 
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CANDIDATA DEL DATO PERSONAL PROTEGIDO 

DESCONOCIÓ COMO SU JEFE AL DIPUTADO ISMAEL 
PÉREZ PAVÍA, lo que puede traer repercusiones dentro de los 

mismos equipos del pan”. 

 

7.2.1 Desarrollo de la doctrina metodológica judicial  
 

Como se vio en apartados previos, del análisis de los hechos 

denunciados, a la luz del contexto establecido, los medios probatorios 

y el marco normativo aplicable, se tuvo por acreditados los siguientes 

hechos: 

 

1) Las manifestaciones vertidas por Manuel Duarte Olivas durante 

el debate celebrado el día tres de mayo.  
2) La publicación de un estado en una red socio digital por parte de 

Juan Pedro Trejo Chaparro el día tres de mayo. 
 
Así, a continuación se procede a desarrollar la metodología 

correspondiente. 

 

• Revisar si los hechos son susceptibles de afectar un derecho 
político electoral o no, para verificar el ámbito en el que debe 
revisarse, sin prejuzgar de fondo sobre la existencia o no de 
la violación 

 

En primer término, este Tribunal advierte que la naturaleza de los 

hechos en estudio constituye una probable vulneración a los derechos 

políticos-electorales de la presunta víctima, cuestión que actualiza la 

competencia material de este órgano jurisdiccional para su 

conocimiento. 

 

Al respecto, nos encontramos frente al señalamiento de actos que, a 

dicho de la denunciante, se dieron por la calidad de mujer de ex 

candidata y que son tendientes a afectar su derecho humano al voto en 

su vertiente pasiva, desde la arista del acceso al cargo para el cual fue 
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postulada como candidata, por tal razón, se afirma el impacto en la 

materia electoral, de las conductas denunciadas. 

 

Razón suficiente para tener por superado el presente elemento. 

 
i. Estudio de las hipótesis normativas de la LGAMVLV Y 

LEDMVLV 

 
De conformidad con lo previsto en el apartado de marco normativo, en 

este segundo paso corresponde dilucidar si los hechos que quedaron 

acreditados en el expediente que nos ocupa, tienen correspondencia 

con alguna de las hipótesis normativas de la LGAMVLV y la LEDMVLV. 

 
§ Hipótesis normativas y su tipicidad 

 

De los diversos tipos de violencia y sus modalidades en las hipótesis 

señaladas por el Instituto, por las cuales fueron emplazadas las 

personas denunciadas, se encuentra correspondencia entre las 

establecidas en la LGAMVLV y LEDMVLV, tal como se detalla en la 

tabla siguiente: 

 
 Tipo de violencia o 

modalidad 
Hipótesis de la LGAMVLV Hipótesis de la 

LEDMVLV 
A VPG Artículos 20 Bis y 20 Ter, 

fracciones IX, XVI y XXII. 
Artículos 6, fracción VI, y 6-
e, fracciones VIII, IX, XVI, y 
XXIII 

B Psicológica Artículo 6 fracción I Artículo 5 fracción III 
C Violencia digital Artículo 20 Quáter Artículo 6, fracción VII 
D Violencia mediática 20 Quinquies  

 
Así pues, las hipótesis normativas anteriormente relacionadas, se 

describen en las respectivas leyes de la siguiente manera: 

 
a) VPG 

 
Artículos 20 Bis y 20 Ter, fracciones IX, XVI y XXII, de la LGAMVLV 
 

La violencia política contra las mujeres en razón de género: es toda 

acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género 
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y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o 

resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los 

derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al 

pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, labor o 

actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, 

la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las 

prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones 

o cargos públicos del mismo tipo.  

 

Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de 

género, cuando se dirijan a una mujer por su condición de mujer; le 

afecten desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en 

ella.  

 

Puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos 

en esta Ley y puede ser perpetrada indistintamente por agentes 

estatales, por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas 

dirigentes de partidos políticos, militantes, simpatizantes, 

precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos postulados por 

los partidos políticos o representantes de los mismos; medios de 

comunicación y sus integrantes, por un particular o por un grupo de 

personas particulares.  

 

La violencia política contra las mujeres puede expresarse, entre otras, 

a través de las siguientes conductas: 

 

IX. Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier expresión que 

denigre o descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones 

políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo o el 

resultado de menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus 

derechos; 

 

XVI. Ejercer violencia física, sexual, simbólica, psicológica, económica 

o patrimonial contra una mujer en ejercicio de sus derechos políticos; 
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XXII. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean 

susceptibles de dañar la dignidad, integridad o libertad de las mujeres 

en el ejercicio de un cargo político, público, de poder o de decisión, que 

afecte sus derechos políticos electorales. 

 
Articulo 6 fracción VI y 6-e, fracciones VIII, IX, XVI y XXIII, de la 
LEDMVLV 
 
La VPG es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en 

elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, 

que tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el 

ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una o varias 

mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su 

cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma 

de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y 

ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, 

candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. 

 

Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de 

género, cuando se dirijan a una mujer por su condición de mujer, le 

afecten desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en 

ella. 

 

Puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos 

en esta Ley y puede ser perpetrada indistintamente por agentes 

estatales, por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas 

dirigentes de partidos políticos, militantes, simpatizantes, 

precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos postulados por 

los partidos políticos o representantes de los mismos; medios de 

comunicación y sus integrantes, por un particular o por un grupo de 

personas particulares.  

 

Esta puede expresarse, entre otras, a través de las siguientes 

conductas:  
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VIII. Realizar o distribuir propaganda política o electoral que calumnie, 

degrade o descalifique a una candidata basándose en estereotipos de 

género que reproduzcan relaciones de dominación, desigualdad o 

discriminación contra las mujeres, con el objetivo de menoscabar su 

imagen pública o limitar sus derechos políticos y electorales.  
 

IX. Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier expresión que 

denigre o descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones 

políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo o el 

resultado de menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus 

derechos.  

 

XVI. Ejercer violencia física, sexual, simbólica, psicológica, económica 

o patrimonial contra una mujer en ejercicio de sus derechos políticos.  

 

XXIII. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean 

susceptibles de dañar la dignidad, integridad o libertad de las mujeres 

en el ejercicio de un cargo político, público, de poder o de decisión, que 

afecte sus derechos políticos electorales. 

 
b) Violencia Psicológica  

 
Artículo 6, fracción I, de la LGAMVLV 
 
La violencia psicológica es cualquier acto u omisión que dañe la 

estabilidad psicológica, que puede consistir en: negligencia, abandono, 

descuido reiterado, celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, 

marginación, indiferencia, infidelidad, comparaciones destructivas, 

rechazo, restricción a la autodeterminación y amenazas, las cuales 

conllevan a la víctima a la depresión, al aislamiento, a la devaluación 

de su autoestima e incluso al suicidio; 

 
Artículo 5 fracción III, de la LEDMVLV 
 
La violencia psicológica, es cualquier acto u omisión que daña la 

estabilidad emocional, menoscaba la autoestima o altera la salud 
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mental de la mujer que recibe el maltrato consistente, entre otros, en 

descuido reiterado, insultos, humillaciones, devaluación de su 

autoestima, marginación, rechazo, restricción a la autodeterminación y 

celotipia.  

 
c) Violencia Digital 

 
Artículo 20 Quáter, de la LGAMVLV 

 
Violencia digital es toda acción dolosa realizada mediante el uso de 

tecnologías de la información y la comunicación, por la que se exponga, 

distribuya, difunda, exhiba, transmita, comercialice, oferte, intercambie 

o comparta imágenes, audios o videos reales o simulados de contenido 

íntimo sexual de una persona sin su consentimiento, sin su aprobación 

o sin su autorización y que le cause daño psicológico, emocional, en 

cualquier ámbito de su vida privada o en su imagen propia.  

 

Así como aquellos actos dolosos que causen daño a la intimidad, 

privacidad y/o dignidad de las mujeres, que se cometan por medio de 

las tecnologías de la información y la comunicación.  

 

Para efectos del presente Capítulo se entenderá por Tecnologías de la 

Información y la Comunicación aquellos recursos, herramientas y 

programas que se utilizan para procesar, administrar y compartir la 

información mediante diversos soportes tecnológicos.  

 

La violencia digital será sancionada en la forma y términos que 

establezca el Código Penal Federal.  

 
Artículo 6, fracción VII, de la LEDMVLV 
 

Violencia digital es toda acción dolosa realizada mediante el uso de 

tecnologías de la información y la comunicación, por la que se exponga, 

distribuya, difunda, exhiba, transmita, comercialice, oferte, intercambie 

o comparta imágenes, audios o videos reales o simulados de contenido 

íntimo sexual de una persona sin su consentimiento, sin su aprobación 
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o sin su autorización y que le cause daño moral, psicológico, emocional, 

en cualquier ámbito de su vida privada o en su imagen propia.  

 
d) Violencia Mediática 

 
Artículo 20 Quinquies, de la LGAMVLV 
 
Violencia mediática es todo acto a través de cualquier medio de 

comunicación, que de manera directa o indirecta promueva 

estereotipos sexistas, haga apología de la violencia contra las mujeres 

y las niñas, produzca o permita la producción y difusión de discurso de 

odio sexista, discriminación de género o desigualdad entre mujeres y 

hombres, que cause daño a las mujeres y niñas de tipo psicológico, 

sexual, físico, económico, patrimonial o feminicida.  
 
La violencia mediática se ejerce por cualquier persona física o moral 

que utilice un medio de comunicación para producir y difundir 

contenidos que atentan contra la autoestima, salud, integridad, libertad 

y seguridad de las mujeres y niñas, que impide su desarrollo y que 

atenta contra la igualdad.  
 

• Estudio de los hechos a la luz de los tipos normativos 
establecidos en la LGAMVLV y LEDMVLV 

 
Establecido el contenido de las hipótesis normativas que se 

consideraron aplicables, es preciso señalar que en los artículos 20 Bis 

y 20 Ter de la LGAMVLV; 6 Fracción VI de la LEDMVLV; así como 256 

Bis y 259 numeral 1, inciso f), de la Ley Electoral, se establece que, 

para la actualización de la infracción de VPG, es necesario tener por 
plenamente acreditado el elemento de género. 

 

Con base en lo anterior, en un primer momento se procederá a 

encuadrar los hechos acreditados en las hipótesis que este Tribunal sí 

considera aplicables de la LGAMVLV y la LEDMVLV, para dilucidar si 
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dichas conductas actualizan los diferentes tipos y modalidades de 

violencia a través de los cuales se puede manifestar la VPG. 

 

Lo anterior, aun y cuando en algunos casos no resulte evidente, de 

primer momento, el elemento de género necesario para acreditar la 

concordancia con lo establecido en los artículos 20 Bis y 20 Ter de la 

LGAMVLV; 6 fracción VI de la LEDMVLV; así como 256 Bis y 259 

numeral 1, inciso f), de la Ley Electoral, y por lo tanto, la infracción 

aducida. 

 

Sin embargo, toda vez que dicho elemento resulta esencial para la 

acreditación de la VPG, en un apartado subsecuente se procederá a 

estudiar los hechos denunciados acreditados, tanto en lo individual, 

como en su contexto general. 

 
Así, tenemos que, de las manifestaciones expresadas por los 

candidatos denunciados, mismas que quedaron plenamente 

acreditadas, se pudiera derivar algún tipo de violencia, prevista en los 

artículos 6, fracción I, 20 Ter, fracciones IX, XVI, XXII, 20 Quáter, 20 

Quinquies, de la LGAMVLV y 5, fracción III, 6, fracción VII, 6-e, 

fracciones VIII, IX, XVI y XXIII, de la LEDMVLV, ello mediante el uso de 

estereotipos de género.  

 

Al respecto, de las hipótesis normativas que describen las conductas 

consistentes en VPG, se advierte que esta se refiere a toda acción u 

omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y 

ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o 

resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los 
derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, y que 

estos pueden manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia 

reconocidos en las leyes de la materia. 

 

Así, una de las maneras de manifestarse lo sería la violencia simbólica, 

misma que es aquella invisible que se reproduce a nivel estructural y 

normaliza el ejercicio de desigualdad y discriminación en las relaciones 

sociales, por medio del uso de estereotipos de género. Mientras que los 
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estereotipos son atributos, roles y comportamientos que deberían 

adoptar las personas dependiendo de su sexo o de su identidad de 

género.92 

 

Por lo anterior, es que a continuación y acorde a lo establecido por Sala 

Superior, deberá realizarse el análisis correspondiente a fin de 

determinar si las expresiones utilizadas por los denunciados en los 

mensajes objeto del presente procedimiento constituyen estereotipos 

de género conforme a la jurisprudencia 22/2024, así como si las mismas 

cumplimentan con los elementos previstos en la jurisprudencia 

21/2018, para constituir VPG. 

 

7.2.2 Análisis conforme a la Jurisprudencia 22/2024 
 
Asentado lo anterior, conforme a los criterios establecidos por la Sala 

Superior en la jurisprudencia 22/2024, de rubro: “ESTEREOTIPOS DE 
GÉNERO EN EL LENGUAJE. METODOLOGÍA PARA SU 
ANÁLISIS”, se procede en primer lugar a verificar si la expresión “su 

jefe” incluye estereotipos discriminatorios de género que configuren 

VPG y en tal sentido, se procede a analizar los elementos de la citada 

jurisprudencia.  

 

1. Establecer el contexto en que se emite el mensaje, 
considerando aspectos como el lugar y tiempo de su emisión, 
así como el medio por el que se transmite. 

 

Las manifestaciones vertidas por Manuel Duarte Olivas fueron emitidas 

en el contexto de un debate, mismo que fue transmitido en redes 

sociales y YouTube del Instituto, sin embargo, como medidas 

cautelares, se aprobó por la Comisión de Quejas y Denuncias eliminar 

del video publicado por el Instituto, el contenido denunciado.   

 

En tanto, la publicación en una red socio digital, tal y como lo mencionó 

la denunciante, fue temporal por lo que se borra de forma automática.  

 
92 SUP-JDC-473/2023 y SG-JDC-469/2024. 



PES-276/2024 

 70 

 

Ahora bien, ambas publicaciones se realizan el día tres de mayo, en el 

contexto del debate, el primero, por ser producto del mismo y el 

segundo derivado de lo acontecido en el primero, de lo que tenemos 

que se encuentran relacionados con el ambiente político, al hacer 

alusión de la otrora candidata en el entorno de la campaña electoral.  

 

Por lo que hace al límite territorial, tenemos que si bien el debate se 

desarrolló en un municipio determinado, éste tuvo difusión en medios 

de comunicación, según consta en el expediente, en medios digitales, 

por lo que no tuvo un límite territorial en cuanto a su difusión, situación 

que igualmente acontece con la publicación del estado de la red socio 

digital, con la diferencia que en el caso de éste último, se infiere que 

quienes tuvieron acceso al mismo no fue el público en general sino 

quienes tenían al denunciado Juan Pedro Trejo Chaparro como 

contacto o amigo. 

 

2. Precisar la expresión objeto de análisis, para identificar la 
parte del mensaje que se considera como estereotipo de 
género. 

 

De las publicaciones en análisis es posible advertir las frases en las que 

se hace referencia al término “su jefe”:  

 
• “... no se usted qué opine candidata DATO PERSONAL PROTEGIDO, la 

auditoría superior del Estado acaba de señalar a DATO PERSONAL 
PROTEGIDO como uno de los municipios más endeudados, casi si 
debemos como ciento veintiséis millones, le recuerdo que la administración 
municipal a la que usted perteneció en el 2013- 2016, está libre ante la 
cuenta pública del Congreso del Estado y su sucesor, mi sucesor, pues 
más bien, su jefe Ismael Pérez Pavía, expresidente municipal, todavía 
traen ahí ustedes algunos problemas, así es que les sugiero que cheque 
bien sus datos”.  
 

• “LA CANDIDATA DEL PAN DESCONOCIÓ COMO SU JEFE AL 
DIPUTADO ISMAEL PÉREZ PAVÍA, lo que puede traer repercusiones 
dentro de los mismos equipos del pan”. 

  
*El subrayado es propio. 
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De lo anterior, tenemos que, en ambas manifestaciones se establece 

una relación entre la otrora candidata e Ismael Pérez Pavía, en la 

primera haciendo alusión a éste como expresidente municipal y en la 

segunda como diputado.  

 

3. Señalar cuál es la semántica de las palabras, es decir, si 
tiene un significado literal o se trata de una expresión 
coloquial o idiomática, que si fuera modificada no tendría el 
mismo significado. 

 

En cuanto a la semántica de la palabra “jefe”, resulta importante señalar 

que el diccionario de la Real Academia Española define la palabra “jefe 

o jefa” como superior o cabeza de una corporación, partido u 
oficio,93 lo cual, se estima por sí mismo no resulta discriminatorio, ya 

que no son expresiones exclusivas de un género, además que, las 

expresiones en el contexto que fueron emitidas, si bien hacen 

referencia a un vínculo entre la ex candidata y la persona de nombre 

Ismael Pérez Pavía, no se advierte que tengan por efecto el minimizarla 

y victimizarla. Lo anterior, aunado a que aceptar tal significado 

implicaría desconocer la capacidad y autonomía para debatir y 

responder abiertamente esos señalamientos por parte de la 

excandidata, pese a contar con las herramientas y habilidades para ello. 

Lo anterior, resulta acorde a lo establecido por la propia Sala Superior 

al resolver el expediente SUP-JDC-0473/2022.  

 

4. Definir el sentido del mensaje, a partir del momento y lugar 
en que se emite, para lo cual se deberá considerar los usos, 
costumbres o regionalismos del lenguaje, parámetros 
sociales, culturales e incluso históricos que rodean el 
mensaje; y las condiciones del interlocutor. 

  

En primer lugar, es de recordar que uno de los mensajes fue emitido en 

un debate organizado por el propio Instituto, mismo que tuvo verificativo 

el tres de mayo, en tanto, el estado de la red socio digital, se publicó el 

 
93 Consultable en: https://dle.rae.es/jefe.   

https://dle.rae.es/jefe
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mismo día y de su contenido se infiere su relación con lo acontecido en 

el citado debate. 

 

Así, el mensaje vertido en el debate tuvo influencia en la sociedad 

receptora ya que, al menos consta en el expediente, que se transmitió 

en YouTube, por lo que pudo llegar a múltiples personas por medio de 

internet.  

 

Por lo que hace a la publicación del estado y/o historia temporal de una 

red socio digital tenemos que pudo ser visualizada entre los contactos 

del denunciado. 

 

Ello, sin que conste en ambos casos, el número de visualizaciones tanto 

del debate celebrado como de la publicación denunciada, durante el 

tiempo que duró su exposición.  

 

Aunado a lo anterior, tenemos que quienes emitieron los mensajes 

fueron dos personas en su calidad de candidatos, uno entonces 

candidato a presidente municipal y otro a regidor; y, que además el 

primero -Manuel Duarte Olivas- como se desprende de sus propias 

manifestaciones anteriormente había ocupado el cargo para el que se 

postulaba. 

 

Ahora bien, no pasa desapercibido que la denunciante señala que en 

la historia política del municipio únicamente dos mujeres han sido 

electas al cargo de DATO PERSONAL PROTEGIDO, entre ellas la 

presunta víctima y, que, además, constituye un hecho notorio para este 

Tribunal que fue reelecta en el cargo en el proceso electoral local 

ordinario recientemente concluido y en el cual se originó la denuncia 

motivo de la presente sentencia.  

 

Por lo que, se considera que las expresiones se emitieron por una parte 

en el contexto de un debate entre candidaturas y por otra haciendo 

relación a lo sucedido en el mismo; debate en el que se buscaba 

contrarrestar ideas, propuestas y posiciones a la ciudadanía y restar 

preferencias a los contrincantes. 
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5. Verificar la intención en la emisión del mensaje, a fin de 
establecer si tiene el propósito o resultado de discriminar a las 
mujeres. 

 

Del contenido de los mensajes no se advierte el propósito dañar a la 

excandidata por ser mujer, es decir no se advierte la intención de 

discriminarla ni a ella ni al grupo al que pertenece, las mujeres, y por 

ende, tampoco el resultado de ello. Sino que de su contenido se 

advierte que es en el contexto de un debate político y en ejercicio de la 

libertad de expresión.  

 

Así, del contenido y contexto de los mensajes denunciados no se 

advierte una minimización o desvalorización de las capacidades ni 

logros de la otrora candidata, ni refuerza ideas preconcebidas sobre el 

papel que una persona debería desempeñar en la sociedad en función 

de su género, por lo que no se advierten estereotipos de género 

discriminatorios; tampoco se está en presencia de un uso sexista del 

lenguaje. 

 

Conforme a lo expuesto y contrario a lo aludido por la denunciante, no 

se está en presencia de una violencia simbólica, ya que, si bien existen 

estereotipos atribuidos históricamente a las mujeres, tenemos que, en 

el caso en estudio, las expresiones vertidas en torno al significado de 

la expresión en cuestión, puede recaer tanto a una mujer como a un 

hombre.94  

 

7.2.3. Análisis acorde a la jurisprudencia 21/2018 
 
Realizado el análisis del apartado previo, a continuación, acorde a lo 

establecido por la Sala Superior respecto a que, entre otros, para que 

se configure la VPG es necesario verificar que la afectación se da con 

razón de género, este Tribunal, conforme al estudio de los hechos 

denunciados, y a la luz de los elementos del test a los que hace 

 
94 SG-JDC-0474/2024 y SUP-JDC-0473/2022. 
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referencia dicho órgano superior en la jurisprudencia 21/2018, de rubro: 

“VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. ELEMENTOS QUE LA 
ACTUALIZAN EN EL DEBATE POLÍTICO”, procede a verificar cada 

uno de los elementos que la contienen.  

 

i) Suceden en el marco del ejercicio de derechos político-
electorales, o bien, en el ejercicio de un cargo público. 

 

Al respecto, se tiene que este elemento se encuentra colmado por 
lo que hace a ambos hechos acreditados, pues como se evidencia 

del cuerpo de la presente resolución, las conductas denunciadas se 

desenvolvieron en el contexto del Proceso Electoral Local Ordinario 

2023-2024, específicamente el día tres de mayo en el etapa de 

campaña95 uno de ellos durante la celebración de un debate en el cual 

participó la presunta víctima en su calidad de candidata a DATO 
PERSONAL PROTEGIDO y otro -la publicación- con motivo de las 

manifestaciones vertidas en el mismo, lo que de manera inconcusa 

refiere una afectación directa en el ejercicio de derechos político-

electorales de la otrora candidata, en este caso, el de ser votada en su 

vertiente de acceso al cargo. 

 

Además de que, una de las manifestaciones hace referencia a actos 

propios del cargo sobre el cual se encontraba en licencia.  

 

ii) Sean realizados por el Estado o sus agentes, por superiores 
jerárquicos, colegas de trabajo, partidos políticos o 
representantes de estos; medios de comunicación y sus 
integrantes, un particular y/o un grupo de personas 

 

Este elemento también se tiene por colmado en cuanto a ambos 
hechos pues, de la propia normativa se desprende que la VPG puede 

ser perpetrada por cualquier persona, y en el caso, los hechos fueron 

 
95 Conforme al Acuerdo IEE/CE123/2023, mediante el cual se aprobó el plan integral y el calendario 
electoral para el presente proceso electoral, el período de campaña tuvo verificativo del veinticinco 
de abril al veintinueve de mayo. Visible en: https://ieechihuahua.org.mx/estrados/0/1/8288.pdf.   

https://ieechihuahua.org.mx/estrados/0/1/8288.pdf
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realizados por dos personas candidatas, una a una presidencia 

municipal y otra a una regiduría. 

 
iii) Que la afectación sea simbólica, verbal, patrimonial, 

económica, física, sexual y/o psicológica  

No se cumple, porque no se advierte que el contenido de los hechos 

denunciados, esto es, las frases o imágenes contenidas en la 

publicación de estado de red socio digital se vea implícita alguna 

situación de violencia que se actualice por razón de género, pues de 

conformidad con el marco normativo, las expresiones vertidas no se 

refieren a la otrora candidata por su condición de mujer ni tampoco se 

observan elementos con tintes de género o de manera diferenciada.  

 

Lo anterior, ya que la característica “su jefe” tal y como lo ha señalado 

Sala Superior,96 no alude a alguna característica estereotipada de las 

mujeres, ya que válidamente puede utilizarse para referirse tanto a un 

hombre como a una mujer. Así, las expresiones impactan de igual forma 

si se llegaran a dirigir a una candidatura del género masculino, ya que 

ambos mensajes pretenden señalar una relación política. Además de 

que, en el caso de las expresiones vertidas en el debate, igualmente se 

señalan cuestiones propias de gestión gubernamental al señalar un 

posible endeudamiento público.  

 

Así, aunque no pasa desapercibido que la denunciante estima que al 

señalar “su jefe” se alude a un estereotipo de género, ya que considera 

que los denunciados pretenden limitar la autonomía de la presunta 

afectada, bajo la presunción que ésta le debe subordinación a su 

antecesor en el cargo, pues supuestamente a él le debe la posibilidad 

de que accediera al cargo; este Tribunal considera que las expresiones 

solo señalan una relación política, tan es así que en el caso de la 

publicación del estado por parte del ex candidato Juan Pedro Trejo 

Chaparro se señala una posible afectación o división entre los equipos 

políticos del PAN,97 lo que no son afirmaciones o cuestionamientos 

 
96 Véase SUP-JDC-0473/2022.  
97 Al señalar “...lo que puede traer repercusiones dentro de los mismos equipos del pan”. 
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exclusivos al género femenino, sino que sería igualmente válido si se 

dirigieran a candidaturas encabezadas por hombres, lo que lleva a 

considerar que no se trata de un estereotipo de género. 

 

Así, de estimar un significado contrario, lejos de protegerse a la 

excandidata y al grupo que representa, las mujeres, se le estaría 

minimizando y victimizando, al desconocerse su capacidad y 

autonomía para responder abiertamente esos señalamientos.  

 

iv) Tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos político-
electorales de las mujeres 

 
El cuarto elemento tampoco se cumple pues como ya quedo 

señalado, no se advierten expresiones basadas en algún estereotipo 

por razón de género o por la condición de ser mujer, es decir, no se 

desprende algún elemento que permita estimar que el contenido de las 

expresiones emitidas en el debate por Mario Duarte Olivas y de la 

publicación de Juan Pedro Trejo Chaparro, tuviera por objeto 

menoscabar o denigrar a la denunciante en el goce o ejercicio de sus 

derechos político-electorales, por el hecho de ser mujer, dada la 

ausencia de elementos que contenga una connotación sexista o 

estereotipada dirigida a la candidata por ser mujer, o que, tal omisión 

sea para afectar los derechos políticos de la misma por el hecho de ser 

mujer.  

 

Ello, toda vez que, en el caso de las manifestaciones vertidas en el 

debate por parte de Mario Duarte Olivas tenemos que las mismas van 

encaminadas en primer lugar, a señalamientos relativos a la Auditoria 

Superior del Estado respecto a un endeudamiento público del municipio 

del cual la otrora candidata tenía el carácter de DATO PERSONAL 
PROTEGIDO, en tanto, otra declaración es relativa a que durante la 

administración del ex candidato denunciado, “esta libre de la cuenta 

pública del Congreso del Estado”, es decir no son imputaciones hacia 

la presunta víctima. 
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A su vez, por lo que hace al uso se la expresión “su jefe”, tanto en el 

debate por parte de Mario Duarte Olivas, como en la publicación de Juan 

Pedro Trejo Chaparro, tal y como ya quedo estudiado, el término puede 

ser utilizado tanto para candidatos hombres como mujeres, sin que ello 

sea discriminatorio ni implique un menoscabo o anule el reconocimiento 

de los derechos políticos electorales de la ex candidata.  

 

Lo anterior, aunado a que las expresiones, hacen referencia a un vínculo 

político98 entre la otrora candidata y el ex presidente municipal, al 

constituir un hecho notorio que ambas personas han sido postuladas a 

cargos de elección popular por coaliciones integradas por el PAN.99  

 

Por tanto, las manifestaciones se encuentran amparadas por la libertad 

de expresión dentro del debate político, por lo que la las mismas no 

pueden ser consideradas constitutivas de VPG, ya que tales expresiones 

fueron vertidas en el marco del debate político y corresponden a temas 

de interés general y público, en particular, las relativas a las 

manifestaciones en el debate, ya que, como ya se señaló, corresponde a 

una opinión crítica del emisor del mensaje, en torno al estado financiero 

del municipio del cual la entonces candidata ocupaba la calidad de DATO 
PERSONAL PROTEGIDO. En tanto, el contenido de la publicación de 

Juan Pedro Trejo Chaparro, refiere a una posible división partidista. 

 

En consecuencia, no se advierte una afectación o agresión sea simbólica, 

verbal, patrimonial, económica, física, sexual y/o psicológica, que sea 

realizada de manera directa o indirecta hacia la ex candidata con base 

en estereotipos de género, con el objetivo o resultado de menoscabar su 

imagen pública o limitar o anular sus derechos, en el ejercicio de su cargo 

político.  

 

 
98 Como se asienta en párrafos anteriores, en el caso de la publicación del estado por parte del ex 
candidato Juan Pedro Trejo Chaparro se señala una posible afectación o división entre los equipos 
políticos del PAN. 
99 Conforme a información visible en:  https://ieechihuahua.org.mx/CandidaturasRegistradas y 
https://ieechihuahua.org.mx/_PE2017-2018, así como, acorde a la consulta del padrón de afiliados 
del INE, obra que la otrora candidata cuenta con afiliación al PAN desde el veintitrés de marzo de 
dos mil doce y el ex presidente municipal desde el diez de agosto de dos mil veintitrés 
(https://ine.mx/actores-politicos/partidos-politicos-nacionales/padron-afiliados/).   

https://ieechihuahua.org.mx/CandidaturasRegistradas
https://ieechihuahua.org.mx/_PE2017-2018
https://ine.mx/actores-politicos/partidos-politicos-nacionales/padron-afiliados/
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v) Contenga elementos de género, es decir: 1) se dirige a una mujer 
por ser mujer, 2) tiene un impacto diferenciado en las mujeres, y 
3) si afecta desproporcionadamente a las mujeres. 
 

Este elemento tampoco se cumple, al no cumplirse con las tres 

condiciones, tal y como se precisa a continuación: 
 

1) Se dirige a una mujer por ser mujer: No se advierten elementos 

que acrediten que las expresiones denunciadas fueran dirigidas 

a la otrora candidata por la calidad de ser mujer, sino que las 

mismas atienden por una parte por su entonces calidad de DATO 
PERSONAL PROTEGIDO y por otra, por vínculos por afiliación 

política con su predecesor. 
 
Ello, ya que no existen afirmaciones directas que contengan 

elementos de género, ni se advierte que se realicen por el hecho 

de ser mujer, ya que las expresiones pueden ser dirigidas tanto a 

candidaturas encabezadas por mujeres como por hombres.  
 

2) Tenga un impacto diferenciado en las mujeres: No se cumple, 

ya que como ha quedado asentado, las criticas van encaminadas 

al estado financiero del municipio del cual tenía la calidad de 

DATO PERSONAL PROTEGIDO, desde el año dos mil veintiuno, 

así como, a sus vínculos por afiliación política con su predecesor. 
 
Lo anterior, como igualmente quedo analizado, sin que se 

advierta una reproducción de esquemas de desequilibrio entre las 

mujeres y los hombres, ni elementos de discriminación o un uso 

de estereotipos de género que tuvieran por objetivo demeritar a 

la excandidata por su calidad de mujer, ni que tuvieran como fin 

impactar negativamente en el grupo de mujeres, esto es, no 

marcan un contraste o una desventaja por cuestión de género.  
 
Asimismo, el uso de la expresión “su jefe”, no significa una 

manifestación directa a una subordinación de la excandidata 

hacia su predecesor en el cargo, ya que, puede ser utilizada tanto 
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para hablar de un candidato hombre como mujer, sin que del 

análisis del contenido de las manifestaciones se desprenda una 

interpretación diversa.  
 

3) Afecte desproporcionadamente a las mujeres: Tampoco se 

cumple, ya que no se causa una afectación desmedida hacia el 

género femenino, puesto que de la lectura del contenido de estos 

no se advierte que se actualice una conducta que los artículos 6, 

fracción I, 20 Ter establece, ni en particular en sus fracciones IX, 

XVI y XXII, 20 Quinquies de la LGAMVLV, así como tampoco de 

las previstas en los artículos 5, fracción III, 6, fracción VII y 6-e, 

en particular las fracciones VIII, IX, XVI, XXIII, de la LEDAMVLV.  
 
Ello, ya que las expresiones denunciadas, incluida entre ellas “su 

jefe” no reproduce algún estereotipo ni un reproche que se le 

hiciera a la otrora candidata por ser mujer, ni entrañan un 

cuestionamiento inaceptable sobre las capacidades de la quejosa 

por ser una mujer.  
 

De lo que se tiene que, este Tribunal no advierte que las frases o 

expresiones denunciadas menoscaben o anulen el reconocimiento, 

goce o ejercicio de los derechos político o electorales, o que los actos 

constituyan indicios de que la pretensión de las personas denunciadas 

haya sido menoscabar a la excandidata por ser mujer o de generar 

alguna situación de violencia, vulnerabilidad, poder o desventaja 

basada en su género que se hayan afectado los derechos de la misma. 

 

Lo anterior, sin que este órgano jurisdiccional se aparte de su obligación 

de impartir justicia sobre la base del reconocimiento de la particular 

situación de desventaja en la cual históricamente se han encontrado las 

mujeres pero, la cual no necesariamente se da en todos los casos.  

 

Por lo que si bien, hay ocasiones en que algunas expresiones pueden 

resultar incomodas, en el caso en estudio, no se advierte que las 

mismas constituyan VPG, o que en su caso, impliquen ataques a la 

moral, la vida privada o a los derechos de terceros, provoquen algún 
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delito o perturben el orden público, por lo que sancionar dichas 

expresiones, llevaría a censurar el uso de la libertad de expresión,100 

pues las manifestaciones estuvieron encaminadas a la crítica y no por 

razones basadas en género.  

 

Así, no se considera transgresión a la normativa electoral la 

manifestación de ideas, expresiones u opiniones que apreciadas en su 

contexto, aporten elementos que permitan la formación de una opinión 

pública libre, la consolidación del sistema libre de partidos y el fomento 

de una auténtica cultura democrática, cuando tenga lugar, entre las 

personas afiliadas, militantes partidistas, candidatas o dirigentes y la 

ciudadanía en general, sin rebasar el derecho a la honra y dignidad 

reconocidos como derechos fundamentales. 

 

Conforme a lo expuesto, este Tribunal considera que no existen 

suficientes elementos para suponer que se esté ante algún tipo de VPG, 

ya que ello supondría subestimar a las mujeres y colocarlas en una 

situación de victimización perpetua, haciendo nugatoria su capacidad 

para participar en debates y discusiones concernientes a la vida política 

y pública, en las cuales suele utilizarse un lenguaje fuerte, vehemente 

y cáustico.   

 

Así, al no advertirse un tinte sexista ni discriminatorio en perjuicio de la 

otrora candidata por el hecho de ser mujer, conforme a los hechos y 

medios probatorios en estudio, se genera convicción para determinar la 

inexistencia de la infracción por lo que hace a los hechos materia de 

estudio.  

  

Por tanto, del estudio de las conductas denunciadas, analizadas a la 

luz de los tipos de violencia contenidos en las leyes de la materia, así 

como de los elementos de las jurisprudencias 22/2024 y 21/2018 que 

fueron desglosados previamente, este Tribunal considera que la 

 
100 Sirven de apoyo, las jurisprudencias 11/2008 y 19/2016 de la Sala Superior, de rubros 
“LIBERTAD DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. SU MAXIMIZACIÓN EN EL CONTEXTO DEL 
DEBATE POLÍTICO” y “LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN REDES SOCIALES. ENFOQUE QUE 
DEBE ADOPTARSE AL ANALIZAR LAS MEDIDAS QUE PUEDEN IMPACTARLAS”, 
respectivamente. 
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infracción denunciada resulta inexistente, al no encuadrar la conducta 

en los supuestos normativos y jurisprudenciales señalados. 

 

7.3 Falta de deber de cuidado (culpa in vigilando) 
 
Según la doctrina, la falta de deber de cuidado o culpa in vigilando se 

trata de las conductas infractoras a la normativa electoral en las que 

pudieran incurrir los partidos políticos al incumplir su deber de vigilancia 

respecto de sus candidaturas, militancia, terceros o personas 

relacionadas con sus actividades, para evitar su comisión o continuidad 

de la misma, dejando de tomar medidas idóneas, proporcionales, 

objetivas y eficaces que la inhiban.101 

 

En tanto, la normativa electoral dispone que, los partidos políticos 

deben conducir sus actividades dentro de los cauces legales y ajustar 

su conducta y la de sus militantes a los principios del Estado 

democrático, respetando la libre participación política de los demás 

partidos y los derechos de la ciudadanía. 

 

También, conforme a lo establecido en la tesis de Sala Superior 

XXXIV/2004 de rubro PARTIDOS POLÍTICOS. SON IMPUTABLES 
POR LA CONDUCTA DE SUS MIEMBROS Y PERSONAS 
RELACIONADAS CON SUS ACTIVIDADES, que señala en esencia, 

que los partidos políticos son personas jurídicas que pueden cometer 

infracciones a disposiciones electorales a través de sus personas 

dirigentes, militantes, simpatizantes, empleadas e incluso personas 

ajenas al partido político.  

 

Asimismo, es criterio de la Sala Superior102 que, la culpa in vigilando no 

constituye una infracción como tal, sino un grado de responsabilidad 

(indirecta). 

 

 
101 Culpa in vigilando. El caso “Estado de México” Luis Espíndola Morales, Revista Mexicana de 
Derecho Electoral, núm. 2, julio-diciembre de 2012, pp. 259-277, México, D. F. 
102 Al resolver los autos del expediente SUP-REP-317/2021. 
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Ahora bien, al no haber quedado acreditada la infracción imputada a los 

denunciados, es inexistente la culpa in vigilando de MC. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se 

 

RESUELVE: 
 

ÚNICO. Se declara inexistente la comisión de violencia política contra 

la mujer en razón de su género, atribuida a Manuel Duarte Olivas y Juan 

Pedro Trejo Chaparro, así como, inexistente la culpa in vigilando del 

Partido Movimiento Ciudadano.  

 
NOTIFÍQUESE: a) Personalmente, a DATO PERSONAL 
PROTEGIDO, Manuel Duarte Olivas y a Juan Pedro Trejo Chaparro ; 

b) Por oficio, al Partido Acción Nacional, Partido Movimiento 

Ciudadano, y al Instituto Estatal Electoral; y c) Por estrados, a las 

demás personas interesadas.  

 

Devuélvanse las constancias que correspondan y en su oportunidad 

ARCHÍVESE el presente expediente como asunto total y 

definitivamente concluido.  

 

Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, la Magistrada y 

Magistrados que integran el Pleno del Tribunal Estatal Electoral de 

Chihuahua, ante la Secretaria General Provisional, con quien se actúa 

y da fe. DOY FE.  
 

 
 

SOCORRO ROXANA GARCÍA MORENO 
MAGISTRADA PRESIDENTA 

 
 
 

HUGO MOLINA MARTÍNEZ 
MAGISTRADO 

 

 

GABRIEL HUMBERTO SEPÚLVEDA 
RAMÍREZ 

MAGISTRADO EN FUNCIONES 
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NOHEMÍ GÓMEZ GUTIÉRREZ 
SECRETARIA GENERAL PROVISIONAL 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
La suscrita con fundamento en los artículos 300, numeral 1), inciso d) de la Ley Electoral 
del Estado de Chihuahua y 32, fracción IV del Reglamento Interior de este Órgano 
Jurisdiccional electoral, hago constar y CERTIFICO, que la presente foja forma parte de la 
resolución dictada en el expediente PES-276/2024 por la Magistrada y Magistrados que 
integran el Pleno del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua, en Sesión Pública de Pleno, 
celebrada el catorce de octubre de dos mil veinticuatro a las catorce horas. Doy Fe. 
 
 
 
“Este documento es una versión pública de su original, motivo por el cual los datos 
personales se han eliminado de conformidad con los artículos 6 y 16 párrafo segundo de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3, fracciones IX y X; 31 y 80 de 
la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 
artículos 100; 106 fracciones II y III; 107; 110; 111; 116 de la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública; artículos 109; 117 fracciones II y III; 120; 121; y 128 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Chihuahua”. 


